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Introducción

El presente informe proporciona un marco general respecto a la situación actual de la Política 
Pública de Reparación. A diez años de su implementación se esperaba que sus alcances fueran 
más amplios, sin embargo lo actuado hasta la finalización de acuerdo gubernativo que le dio vida 
al Programa Nacional de Resarcimiento 258-2003, deja claro que la política de reparación no ha 
sido un objetivo primordial para el Estado de Guatemala.

Los hallazgos que se comparten en el presente documento, forman parte del proceso de au-
ditoría social que permanentemente se lleva a cabo desde las organizaciones de víctimas hacia el 
quehacer del Programa Nacional de Resarcimiento.

Este proceso tuvo como una primera fase, un anterior informe presentado en el año 2011 y 
es de esa fecha hacia acá que se da a conocer el trabajo hasta ahora realizado por el programa de 
reparaciones.

La auditoría social aborda varios aspectos de la Política Pública de Reparaciones, que va desde 
la implementación de medidas, la institucionalidad, la asignación de recursos económicos hasta 
la rendición de cuentas por parte del Programa.

A lo largo del presente informe se hace la relación con los hallazgos, recomendaciones y nivel 
cumplimiento de los anteriores, como una manera de continuar con una sola línea de abordaje.

La información recaba es producto del trabajo de todas las organizaciones que conforman la 
Red de Organizaciones Sociales y de Víctimas, quienes cada una aporta lo relacionado con el área 
que trabaja. Así mismo, es resultado de reuniones, talleres y acciones constantes que se mantienen 
tanto entre las mismas, como con organizaciones afines al trabajo.

Es importante destacar que la crítica que se hace desde las víctimas, no es porque se tenga una 
posición confrontativa, por el contrario, es porque se ha adoptado una crítica propositiva, como 
se da a conocer en el presente documento.

Sirva el presente para conocer mejor el indeficiente desempeño que tiene el Programa Nacional 
de Resarcimiento, que a lo largo de diez años no ha llenado las expectativas de las víctimas; lejos 
de eso, en muchas comunidades ha generado división, revictimización y falsas promesas en los 
sobrevivientes del conflicto armado interno.
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Contexto Nacional 

Guatemala es un país marcado por el impacto que han dejado las gravísimas violaciones a los 
derechos humanos ocurridas durante el conflicto armado interno, que duró 36 años; con un esce-
nario político y social en permanente crisis, con la imperante necesidad de un profundo cambio 
que permita modificar el actual modelo de desarrollo y de representación democrática, que abra 
paso a la inclusión de los diversos pueblos que componen la nación, con un modelo económico 
que solucione la gran brecha entre ricos y pobres y que preserve los recursos naturales del país, 
los cuales representan el principal potencial para el desarrollo sostenible. 

Esta recurrente crisis ha implicado diversos tipos de impactos, tanto a nivel de la instituciona-
lidad pública, como a nivel de las personas que habitan el territorio guatemalteco. En el ámbito 
político institucional, en los últimos tres años se ha experimentado con mayor fuerza la profundi-
zación de un ejercicio autoritario del poder; el cual se hace evidente frente a procesos de control 
social de las poblaciones y los territorios, en la negación de las graves violaciones a los derechos 
humanos que conlleva falta de reconocimiento al derecho a la reparación de las víctimas y en 
una abierta oposición al mandato de los organismos regionales de justicia que se expresa en un 
abierto desacato por parte de los representantes del estado guatemalteco, al cumplimiento de las 
sentencias de dichos organismos, que favorecen a las víctimas. 

Con el actual gobierno se produce un incremento sostenido de la presencia militar en la ins-
titucionalidad civil y democrática, así como mayor nivel de presencia militar a través de nuevos 
destacamentos, todo ello en clara oposición a lo recomendado en los Acuerdos de Paz y comisiones 
de la verdad.

Frente a esta profundización del modelo autoritario y revisionista de los hechos del pasado, 
se socava y agotan los débiles mecanismos institucionales y democráticos que como sociedad se 
han construido. Cada vez es menos la posibilidad de resolver conflictos sociales a través de su 
transformación no violenta y junto a ello la credibilidad de las poblaciones en las instituciones 
públicas es menor. 

En otro extremo, pero que de igual manera influye en este agotamiento, es la ausencia de un 
liderazgo social y político que permita la búsqueda de articulación social, capaz de echar andar 
procesos de transformación social, y las dinámicas políticas partidarias, siguen reduciéndose a una 
dinámica clientelar que poco o nada deja en las comunidades pasado el proceso electoral.
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Existe y se profundiza la cooptación de la institucionalidad pública por parte de poderes fác-
ticos, en particular la élite económica, militar y política, producto de la necesidad de garantizarse 
impunidad. La expresión palpable de la cooptación institucional ha sido la Corte de Constitu-
cionalidad (CC) cuyas resoluciones evidencian discrecionalidad y abuso de poder, tal como fue la 
anulación a la sentencia emitida contra dos exmilitares de alto rango por la comisión del delito 
de genocidio en mayo del año 2013. Otra evidencia de esta cooptación institucional se manifiesta 
con el punto resolutivo 3-2013 del Congreso de la República de Guatemala, de fecha 13 de mayo 
de 2014, en el cual los congresistas critican el fallo por genocidio arguyendo que ha abierto la 
polarización entre los guatemaltecos. 

Con este punto resolutivo los congresistas además de violar la independencia de poderes, 
se atribuyen  competencias propias del Organismo Judicial, están dando un apoyo expreso a la 
impunidad. Con esta postura de quiebre a la independencia de los poderes del Estado, es muy 
probable que desde el Congreso de la República se estén creando las condiciones políticas para 
reformar la Ley de Reconciliación Nacional, y permitir con dicha reforma qué delitos de lesa 
humanidad, desaparición forzada y genocidio sean sujetos a amnistía y que las graves violaciones  
a los derechos humanos del pasado queden en la impunidad. 

Guatemala no puede permitirse dar un paso atrás en la lucha contra la impunidad, tanto en 
casos  del pasado como del presente. Con el nombramiento de la Fiscal General y Jefa del Mi-
nisterio Público, MSc. Thelma Aldana en mayo de 2014, es imprescindible continuar avanzando 
en la lucha contra la  impunidad. En particular, se requiere que el proceso de fortalecimiento de 
la Fiscalía de Derechos Humanos, que ha contribuido con el esclarecimiento de casos paradig-
máticos de violaciones a derechos humanos, continúe con esa efectividad. 

Otro elemento en disputa para que la idoneidad del sistema de justicia no sea alterada, es la 
elección de Magistrados de la Corte Suprema de Justicia y de Jueces de las cortes de apelaciones. 
Con dichas elecciones por parte de Comisiones de Postulación, se pone en juego uno de los pun-
tos centrales del Estado de Derecho, la independencia judicial. Esta independencia judicial es un 
fundamento esencial, por eso está contenido tanto en la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y en la Convención Ame-
ricana de los Derechos Humanos. Por eso la metodología de su elección, es claves para cumplir 
y asegurar independencia y la separación de poderes.

El proceso seguido en el país a las Comisiones de Postulación para la elección realizada por 
el Congreso de la República de los Magistrados de la CSJ y Jueces de las salas de apelaciones, ha 
llamado la atención de la sociedad guatemalteca de la comunidad internacional en particular de 
la Relatora Especial de las Naciones Unidas sobre la independencia de magistrados y abogados, la 
misión de observación de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), y entidades 
como la Asociación Costarricense de la Judicatura, quiénes han evidenciado el incumplimiento 
de los estándares mínimos internacionales en el desarrollo de dicho proceso de selección, recono-
cidos en los Principios Básicos Relativos a la Independencia de la Judicatura de la ONU, y en el 
Informe sobre Garantías para la Independencia de las y los Operadores de Justicia de la CIDH.

Representando una elección caracterizada por favoritismo, nepotismo, y de haber ignorado la 
experiencia en la actividad jurisdiccional como mérito. Supone un paso atrás en el desarrollo de 
un Estado de Derecho moderno al servicio de los ciudadanos.



10

Por las razones anotadas en este contexto, es posible afirmar que Guatemala se encuentra en un 
momento crucial de su historia ante la posibilidad de fortalecer  el sistema de impunidad que ha 
imperado en el país; postergando un nuevo ciclo para que la sociedad se encuentre con la verdad 
y su memoria histórica y de esa manera comenzar a trabajar seriamente en el fortalecimiento del 
Estado de Derecho.
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La demanda social criminalizada

En el contexto regional y local del país se está produciendo una dinámica de despojo de las 
propiedades que las comunidades han ostentando desde siempre, los daños ocasionados a la 
propiedad, la intimidación y los tratos crueles y degradantes constituyen el tipo de agresión que 
ha afectado a los defensoras de derechos humanos en el país. En este sentido, el aumento de vio-
laciones de derechos humanos vinculados a actos de tortura, tratos crueles, detenciones ilegales 
responden a la forma en que la Policía Nacional Civil ha agredido a las personas que han tenido 
una postura de resistencia a proyectos extractivos en las comunidades.

En las regiones de Alta Verapaz, Quiché y Huehuetenango se concentran más del 80% de las 
violaciones a los derechos humanos del CAI en donde la violencia política tuvo un alto costo. Son 
regiones que en la actualidad experimentan desalojos violentos a la par de una fuerte represión, ya 
sea para vencer la resistencia a la minería y construcción de hidroeléctricas, o por resistirse al despojo 
de tierras y  defender fuentes de agua, es decir medios de sobrevivencia humana y comunitaria.

Otra cara de la moneda de la criminalización es la que experimentan las víctimas y sobrevi-
vientes de violaciones a los DDHH durante el CAI, ellas padecen las consecuencias del discurso 
de odio impulsado en una campaña manifestada desde las columnas de opinión, los programas 
televisivos, las redes  sociales e incluso por funcionarios públicos en contra de las comunidades 
indígenas que ejercen y demandan sus derechos  Esta tendencia coloca a líderes y defensores de 
derechos humanos de estas áreas en una situación de vulnerabilidad por los constantes señala-
mientos públicos de mentirosos, comunistas, terroristas, guerrilleros, vividores, parásitos, entre 
otras expresiones peyorativas .

Existe un cambio de dinámicas locales debido al próximo proceso electoral, y posible cooptación 
de líderes y lideresas, lo cual se irá agudizando en la medida que el proceso se aproxime, posterior-
mente, al cambiar las autoridades locales, también es posible el incremento de conflictividad debido 
a las agrupaciones políticas presentes.  En lo que va del año 2014 se ha observado un clientelismo 
de los programas sociales (bolsa segura, bono escolar, construcción de viviendas, etc.) sin éxito para 
la reducción de índices de pobreza, y que también ha generado conflictividad entre los comunitarios.

Otro elemento importante a destacar es la permanente migración del campo a la ciudad y hacia 
los Estados Unidos en busca de oportunidades laborales, lo cual desarticula a las familias y pone 
en situación de mayor vulnerabilidad a las mujeres e hijos.
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Las injusticias y las prácticas de exclusión de los pueblos indígenas sigue presente; los territo-
rios donde se produjo la violencia política coinciden plenamente con las áreas del país donde hay 
extrema pobreza y son a la vez regiones habitadas por pueblos indígenas. 



13

Derechos denegados

Por ahora la demanda por el derecho a la reparación de personas que sufrieron  violaciones a los 
derechos humanos ha quedado relegada; en primer lugar por la ineficacia de un programa de 
resarcimiento que no ha contado con medios para implementar las medidas de reparación, y ha 
sido incapaz de superar las dificultades que la administración pública pone para ejecutar los fondos 
asignados; otra razón ha sido la ausencia de voluntad política de las autoridades para otorgarle 
recursos financieros al programa de resarcimiento, para que tenga correspondencia con la magni-
tud de la violencia cometida en contra de personas y las comunidades indígenas donde se vieron 
afectadas familias en su desintegración, dejando orfandad, muchas mujeres viudas, destrucción de 
siembras y viviendas  con los efectos psicológicos que esta tragedia les provocó. 

La negación de derechos fundamentales, se asocia con las condiciones de vida indignas para las 
comunidades, esta aseveración se expresa porque carecen de servicios elementales, las distancias 
para hacer trámites y gestiones elevan el costo de cualquier bien o producto que se adquiera. La 
inaccesibilidad,  la falta de oportunidades y la posesión de tierras agotadas sin vocación  agrícola, 
hacen centrar como prioridad la lucha por la sobrevivencia, eso determina que los cultivos sean 
de subsistencia como el maíz, frijol, algunas hortalizas, en minifundios y terrenos inclinados. 
Esta dinámica de inequidad, exclusión y pobreza está representando un círculo vicioso que debe 
romperse en su parte más sensible que es el factor económico.

Respecto al esclarecimiento de hechos del pasado, si bien ha habido algunos resultados, hay 
todavía mucho camino por recorrer. De manera particular los casos de desaparición forzada no 
se han logrado esclarecer en su gran mayoría de 45,000 casos reportados por la Comisión de Es-
clarecimiento Histórico, a penas se llegan a esclarecer un 1%. Sin embargo, los pocos casos han 
permitido desarrollar una metodología que puede ser aplicada para tener elementos que permitan 
un grado de conocimiento de las personas desaparecidas. La investigación antropológica forense 
de personas que fueron sepultadas en enterramientos improvisados en los llamados cementerios 
clandestinos, continúa siendo una demanda por parte de familiares y representa un factor esencial 
para la dignificación de las víctimas y el cierre del duelo de las familias. 

En la  política pública de reparación  las mujeres están  ausentes,  aun cuando  fueron objeto 
de violencia y violación sexual y que sufrieron otras violaciones especificas, particularmente du-
rante el desplazamiento forzado; La política de reparación no contempla formas de atención y 
tratamiento y siguen siendo estas ausencias un factor generador de revictimización. Por otra parte, 
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hay un importante número de mujeres que se les niega el acceso al resarcimiento, por ser esposas 
de personas que fueron reclutados de manera forzada a las Patrullas de Autodefensa Civil (PAC), 
se les impone y exige una serie de requerimientos legales que no se adecúan con el tipo de casos, 
contexto, situaciones vividas, además de ignorar factores socioculturales, en donde las mujeres  en 
su mayoría son monolingües. 

Igualmente alarmante es la manera cómo las mujeres son las  más afectadas por todos los factores 
ya descritos, en el país, el 51.5 % de las mujeres son pobres, frente al 48.5% de los hombres. La 
pobreza afecta de forma mucho más dramática a los niños, el 60% de la población dentro de un 
rango de edad de 0 a 14 años es pobre, un 40% son pobres extremos y un 20% se encuentran en 
pobreza general1.   

Actualmente algunas mujeres en la sociedad guatemalteca son protagonistas en diversos campos, 
aunque aún somos testigos de un fuerte machismo muy enraizado desde generaciones pasadas, 
este protagonismo se ha obtenido gracias a que han reconocido su papel dentro de la sociedad, 
la comunidad y en la familia. 

Ante más de 200,000 víctimas  el Estado continúa con enormes dificultades para poder hacer 
efectivo los compromisos asumidos en los acuerdos de paz las medidas pertinentes para la con-
solidación de la paz, incurriendo nuevamente en la exclusión de los pueblos indígenas, a quienes 
no se les consulta  sobre medidas que las y los afectan directamente, ni se toman en cuenta las 
propuestas que han hecho llegar las víctimas y comunidades, tanto en contenido y forma de las 
medidas de reparación, mientras que la justicia contra los responsables de esta barbarie, son por 
ahora de muy poco alcance.

	 Al día de hoy ha habido solamente 17 juicios sobre crímenes internacionales, con sentencias 
sobre 15 de ellos; pero prácticamente todas las sentencias emitidas han sido contra soldados de 
rangos inferiores o miembros de las Patrullas de Autodefensa Civil2

El pasado 7 de noviembre de 2014, mediante comunicado de prensa la CIDH expreso las 
grandes dificultades que las víctimas tienen para  alcanzar justicia y cómo la impunidad por los 
graves crímenes cometidos sigue beneficiando a los perpetradores, la posición de la CIDH es la 
siguiente.3

“Respecto de Guatemala, la Comisión expresa su profunda preocupación por la negación del 
genocidio por parte de las autoridades y la posición adoptada por la delegación del Estado en las 
audiencias en relación a defender la aplicación de amnistías para graves violaciones de los derechos 
humanos, lo cual es incompatible con las obligaciones internacionales del Estado. Asimismo, la 
CIDH rechaza las expresiones de la delegación del Estado en la audiencia sobre acceso a la justicia 
y el legado del conflicto armado interno, que constituyeron una actitud de desacato a la Corte 
Interamericana. En dicha audiencia, el representante del Estado señaló que: “la pretensión  de 
la Corte Interamericana sobre que debe de haber procesos y sanciones penales dependerá de lo 
que las cortes de jurisdicción penal de Guatemala resuelvan”, y que “el Estado no reconoce” otras 
1	 Banco Mundial, La pobreza en Guatemala (2004), según cálculos INE – SEGEPLAN, URL, sobre ENCOVI 2002.  
2	 La Justicia en Guatemala. Nuevas Luchas. Riesgos Persistentes. [http://www.opensocietyfoundations.org/node/53906.
3 Comunicado de prensa, CIDH, 7 de noviembre 2014.
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sentencias “por considerar que la Corte Interamericana actuó sin competencia”.  En este sentido, 
la Comisión urge al Estado de Guatemala a acatar las sentencias de la CorteIDH y todas las 
decisiones del sistema interamericano, y adoptar las medidas que sean necesarias para identificar, 
juzgar y sancionar a todos los responsables materiales e intelectuales del genocidio, así como de 
otras graves violaciones a los derechos humanos perpetradas durante el conflicto armado”.
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Antecedentes

Durante el año 2011 organizaciones sociales y de víctimas realizamos un proceso de auditoría  
social a la Política Pública de Reparación a cargo del Programa Nacional de Resarcimiento (PNR). 
A inicios del año 2012, los resultados fueron presentados en un informe escrito a las entonces au-
toridades de la Comisión Nacional de Resarcimiento y del Programa Nacional de Resarcimiento; 
en el informe se presentaron los principales hallazgos identificados en la investigación, así como 
el estado y la situación en la implementación de la Política Pública de Reparación. El informe 
incluye conclusiones y recomendaciones las que enumeramos a continuación:

Conclusiones

l	 A ocho años de vigencia, el funcionamiento y accionar del Programa Nacional de Resarcimiento, 
ha sido violatorio de los derechos de las víctimas, tal como lo reitera el Procurador de los Dere-
chos Humanos en sus resoluciones emitidas sobre la implementación de la Política Pública de 
Reparación del PNR; alejándose de esta manera de los objetivos para los cuales fue creado.

l 	Las normas y funcionamiento interno del Programa Nacional de Resarcimiento violan los prin-
cipios internacionales en materia de reparación por violaciones masivas a los Derechos Humanos.

l 	El Programa Nacional de Resarcimiento viola sus propias normas internas.
l 	No existe una política clara, sistemática, pertinente y permanente de atención a casos colectivos 

e integrales.
l 	El PNR revictimiza a los beneficiarios y sobrevivientes, se criminaliza a las organizaciones y a los 

dirigentes de las víctimas. Se violan las garantías de no repetición.
l 	Es notoria la exclusión del pueblo maya. Las medidas hasta hoy implementadas, como ejemplo las 

viviendas, no toman en cuenta la pertinencia cultural ni climática. No se han tomado en cuenta 
las propuestas que se han hecho llegar desde las víctimas y comunidades, tanto en contenido y en 
forma de las medidas de reparación a implementar.

l 	La carga de la prueba recae en las víctimas y sobrevivientes.
l 	Hay indicios de corrupción en la implementación de las medidas de resarcimiento, ejemplo de 

ello, la construcción de viviendas y entrega de cheques.
l 	El PNR hasta hoy es un programa clientelar, que prioriza la atención a las organizaciones afines 

al gobierno de turno.
l 	A las mujeres se les niega el acceso al resarcimiento. En los casos de violencia y violación sexual se 

pone en entredicho la veracidad de sus testimonios y declaraciones, de igual manera se les excluye 
por ser esposas de expatrulleros.
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Recomendaciones

l 	Necesidad de reorientar la Política Pública.
l 	El Programa Nacional de Resarcimiento debe reorientar sus objetivos en una forma conceptual, 

legal, estructural y operativa, de consulta a las víctimas del conflicto armado interno, para que 
exista una verdadera reparación integral; especialmente para el pueblo maya. El resarcimiento es la 
reconstrucción de valores, principios, normas, tejido social, la paz espiritual, la sanidad emocional, 
la armonización de las relaciones y sanar el daño hecho.

l 	Es de importancia estratégica que el Estado de Guatemala asuma la responsabilidad y garantice 
los resultados de la Política Pública de Reparaciones, por las graves violaciones a los Derechos 
Humanos generados por la política de Estado durante el Conflicto Armado Interno, en función 
de darle perspectiva de futuro a las aspiraciones de un país democrático e incluyente.

l 	La reparación debe estar dirigida por un lado, a promover la reconciliación como parte de una 
serie de acciones para reorientar la construcción de la democracia y la paz en nuestras sociedades; 
por otro, a reparar los daños por las graves violaciones a los derechos humanos ocasionados a la 
población. Sin embargo se asume que este es un proceso que debe transitar por conocer la verdad 
de lo sucedido, propiciar el castigo a los responsables, reparación integral a las víctimas y medidas 
de no repetición.

l 	Como una forma de darle continuidad a los contenidos del informe de Auditoría Social y como un 
aporte para consolidar el proceso de reparaciones y afianzar la institucionalidad del PNR, ante las 
nuevas autoridades del programa que recién acababan de asumir sus cargo; en mayo del año 2012, 
se presentó una propuesta escrita que contiene, los elementos sustantivos para la reorientación y 
mejoramiento de la Política Pública de Reparación, los temas propuestos fueron los siguientes:

l 	Institucionalizar el Programa Nacional de resarcimiento, mediante la aprobación del proyecto de 
ley 3551.

l 	Garantizar los estándares internacionales en materia de reparación por violaciones a los derechos 
humanos y delitos de lesa humanidad.

l 	Involucrar en el tratamiento de esta iniciativa de ley y reestructuración de la política pública a la 
oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos de las Naciones Unidas en Guatemala 
-OACNUDH-, que conforme a su mandato ésta desarrolla actividades de asesoría y asistencia 
técnica a las instituciones del Estado como: el Congreso de la República de Guatemala.

l 	Incluir de manera explícita el resarcimiento para mujeres víctimas de violencia y violación sexual 
en el Conflicto Armado Interno, elaborado y presentado por PCS-CAMEX como una contri-
bución al diseño e implementación de estrategias integrales de resarcimiento en Guatemala.

l 	Que el Congreso amplíe la vigencia del PNR y con un presupuesto acorde a un resarcimiento 
justo y digno para las víctimas, entendiendo que el conflicto armado interno tuvo una duración 
de 36 años.

l 	Que el Congreso regule en la iniciativa del PNR que las reparaciones deben ser de forma inte-
gral y no aislada, ya que en la práctica se asumen como proyectos asistencialistas y no como un 
resarcimiento histórico para las víctimas del CAI.
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l 	Se demanda al Estado para que lleve a cabo un análisis crítico de dicha política y la reoriente con 
sentido estratégico, retomando los principios internacionales, consignados en instrumentos de 
los que es parte y signatario el mismo Estado de Guatemala.

l 	Al Congreso de la República se demanda que la iniciativa de ley 3551 del Programa Nacional de 
Resarcimiento, que se encuentra en el seno del Congreso de la República de Guatemala, repre-
senta una gran oportunidad para las víctimas del Enfrentamiento Armado Interno, sin embargo 
es Necesario reorientarla, desde lo conceptual, estructural y operativo; con la inclusión y consulta 
de las víctimas a distintos niveles y ello solo lo lograremos si existe una “VERDADERA VO-
LUNTAD POLITICA” dentro del Hemiciclo Parlamentario.
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Situación de la política pública de 
reparación en Guatemala

Debilitamiento de la institucionalidad del Programa 
Nacional de Resarcimiento

El Programa Nacional de Resarcimiento fue creado mediante el Acuerdo Gubernativo número 
258-2003, por el Presidente de la República, en ese entonces, Licenciado Alfonso Portillo Cabrera. 
Este ha sufrido tres reformas provenientes del Organismo Ejecutivo, a través de los Acuerdos 
Gubernativos 188-2004;  619-2005 y 539-2013.  

Desde el año 2012, expresiones organizadas de v���������������������������������������������í��������������������������������������������ctimas y sociales participamos activa y pro-
positivamente en mesas de trabajo con autoridades de la CNR Y PNR, en donde se discutió el 
tema de la institucionalidad del Programa Nacional de Resarcimiento, toda vez que la vigencia 
del PNR concluiría el treinta y uno de diciembre del año dos mil trece.

Necesidad de una Ley ordinaria  de resarcimiento, 
mediante un decreto del Organismo Legislativo

Nuestra propuesta inicial, la cual pusimos sobre la mesa para su discusión, fue el proyecto de ley 
de resarcimiento, conocida como la iniciativa 3551. Este proyecto de ley ha sido el esfuerzo y 
lucha de diferentes organizaciones de víctimas y de la sociedad civil organizada. Fue presentada 
en septiembre de 2006 al Congreso de la República, con la intención de que esta sea institucio-
nalizada como ley ordinaria mediante un decreto del Organismo Legislativo.

La intención de promover una ley ordinaria emanada del Congreso de la República de Gua-
temala, viene de la necesidad de institucionalizar el PNR; esto no significa que ahora no sea una 
institución del Estado, sí lo es pero de carácter inferior, pues su fundamento se encuentra contem-
plado mediante un Acuerdo Gubernativo, creado por el Presidente de la República y susceptible 
de quedar sin efecto en cualquier momento. Lo contrario sería el reconocimiento del PNR por 
medio de una Ley Ordinaria aprobada por el Congreso de la República mediante el procedimiento 
de creación de normas jurídicas establecido en la ley.  
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Nuestros argumentos para insistir en una ley emanada del Congreso de la República, es para 
que el  Programa Nacional de Resarcimiento -PNR- y su Política Publica de Reparación, tenga 
certeza jurídica que permita que la reparación a las víctimas del CAI, sea una política pública de 
Estado; en la que se involucren todas las instituciones del gobierno, es decir las dependencias de 
los tres organismos del Estado. Siendo este uno de los criterios centrales de la justicia de transición 
al estar involucradas la diversidad de dependencias estatales en el proceso de restablecimiento de 
derechos afectados de las víctimas, superando de esa manera la actuación aislada de un programa 
que sólo representa una voluntad política aislada como producto de la presión social por cumplir 
con una  de las recomendaciones de la CEH.

Lograr la institucionalidad por medio de un decreto del legislativo le daría al PNR un pre-
supuesto ordinario anual propio; que administrativamente sea autónomo; que no dependa de 
otras instituciones para su funcionamiento como es el caso actual que depende de la SEPAZ, y 
particularmente que el Programa de Reparaciones a víctimas civiles de violaciones a los derechos 
humanos y delitos de lesa humanidad, no esté sujeto a los vaivenes de los gobiernos de turno cada 
4 años; que es lo que ha venido pasado con el PNR en los 11 años de funcionamiento. Las tres 
reformas realizadas al Acuerdo Gubernativo 258-2003 del PNR son expresión de esto. 

Planteamos que El Programa Nacional de Resarcimiento y la Comisión Nacional de Resar-
cimiento deben jugar un papel activo en la promoción y gestión del proyecto de ley sobre resar-
cimiento en el Congreso de la República; que por el momento no ha sucedido en ninguna de las 
administraciones del programa, en buena medida el hecho de que la Iniciativa 3551, se encuentre 
estancada es por falta de  impulso y gestión política que las autoridades del PNR y la CNR  debe-
rían dar, siendo esta una demostración de la aseveración anterior sobre el carácter aislado y débil, 
voluntad política por parte de los organismos estatales a favor de las reparaciones en Guatemala.

A la propuesta de las organizaciones de la Red de Víctimas por impulsar y gestionar el proyec-
to de Ley de Resarcimiento (la 3551), el Presidente de la Comisión Nacional de Resarcimiento 
expresó, que ellos es decir, el gobierno al cual representa, no están interesados en dicho proyecto 
de ley, indicando que la propuesta de su gobierno, para ese entonces, era la  creación  de una 
“Secretaria de Derechos Humanos y Paz” en la que se fusionarían tres instituciones, el Programa 
Nacional de Resarcimiento (PNR), La Secretaría de la Paz (SEPAZ) y la Comisión Presidencia 
de Derechos Humanos (COPREDH); que sería la instancia encargada de la Política Pública de 
Reparación. Dicha idea u ofrecimiento finalmente quedó en eso.

La CNR, luego de abandonar la idea de la “Secretaria de Derechos Humanos y Paz”, impulsó 
e hizo una primera propuesta de reforma al Acuerdo Gubernativo del PNR, la cual a solicitud 
e insistencia de las organizaciones de víctimas. Fue que en noviembre del año 2012, durante la 
realización del Segundo Encuentro Nacional de Víctimas convocado por el PNR, hicieron entrega 
de la primera propuesta de reforma al Acuerdo Gubernativo. Las autoridades de la CNR y PNR 
indicaron que las organizaciones de víctimas teníamos hasta el 31 de enero del año 2013, para 
hacer llegar aportes y consideraciones a dicha propuestas. Esto fue cumplido desde las organiza-
ciones de víctimas pero no por el PNR.
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Primera propuesta de reforma

El día 25 de enero del 2013, la Red de organizaciones sociales y de víctimas, hicimos entrega 
al Licenciado Jorge Humberto Herrera Castillo, Presidente de la CNR, de un documento es-
crito, donde expresamos nuestras consideraciones y contrapropuestas a la reforma del Acuerdo 
Gubernativo. 
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Segunda propuesta de reforma

En mayo del 2013 conocimos una segunda propuesta de reforma, por parte de las Autoridades 
de la CNR y PNR, a quienes nuevamente hicimos llegar nuestras consideraciones y propuestas, 
en documento en donde hacemos un análisis comparativo de las reformas que se proponen. A 
continuación resumimos las contrapropuestas hechas por la Red de Organizaciones Sociales y 
de Víctimas.

Artículo 1. Creación del Programa

El elemento personalísimo para quien fue creado éste Programa responde a la figura de las 
víctimas civiles del conflicto armado interno, por lo que es indispensable que en éste primer ar-
tículo del Acuerdo sea expresado de forma clara y precisa  a quienes va dirigido el resarcimiento. 

Por lo tanto, creemos que la frase “Víctimas Civiles” es fundamental y debe constar en el pre-
sente artículo para cumplir con el compromiso del Estado de reparar a todas aquellas personas 
que vivieron hechos terribles de violación a sus derechos humanos y que no estaban involucrados 
en grupos militares ni paramilitares.

Asimismo, se reconozca la importancia de dejar como parte de las violaciones a los derechos 
humanos la frase “delitos de lesa humanidad”, que son delitos reconocidos por el Estado de Gua-
temala mediante la aceptación y ratificación de Tratados, Convenciones y demás instrumentos 
internacionales en materia de derechos humanos, y que constituyen algunas normas contenidas 
en el ordenamiento jurídico interno tipificadas como delitos. 

Las personas que vivieron el conflicto armado interno, no solo fueron víctimas de violaciones 
a derechos humanos sino también de la comisión de hechos que constituyen delitos de lesa hu-
manidad, y que constan en el ordenamiento jurídico penal guatemalteco, por lo que no debe ser 
ajeno al contenido de las reparaciones para las víctimas, porque son delitos reconocidos por el 
Estado de Guatemala mediante la aceptación y ratificación de Tratados, Convenciones y demás 
instrumentos internacionales en materia de Derechos Humanos. 

Diversos países a través de los años han vivido intensas guerras que han cobrado la vida de 
millares de personas, ante estas situaciones la comunidad internacional se planteó la necesidad de 
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desarrollar y perfeccionar normas de derecho de gentes, donde la persona humana gozaría de una 
mejor defensa contra las calamidades de la guerra en el ámbito humanitario, por lo que el Comité 
Internacional de la Cruz Roja elaboró una serie de instrumentos (Convenios de Ginebra de 1949) 
en donde se  abordaron y regularon normas de protección a  las personas durante la guerra.

Guatemala firmó y ratificó Los Convenios de Ginebra en el año de 1952; por lo que compete al 
Estado de Guatemala establecer normas a la altura de las definiciones que el derecho internacional 
humanitario establece; específicamente en el artículo 3 de las Disposiciones Generales de dichos 
Convenios, donde se define qué es un conflicto armado no internacional4 además, se elaboró el 
Protocolo II adicional a estos Convenios relativo a la protección de las víctimas de los conflictos 
armados sin carácter internacional, que desarrolla y complementa la definición del anterior artículo.  

Por lo tanto, nuestra propuesta va enfocada a la continuidad de la frase conflicto armado interno, 
pues ya el Derecho Internacional Humanitario se ha encargado de definir y distinguir entre un 
conflicto armado internacional y no internacional, estableciendo lineamientos de cuándo estamos 
ante un conflicto y no un enfrentamiento, en la misma línea la Comisión para el Esclarecimiento 
Histórico así lo establece en su informe, por lo que reiteramos la necesidad de dejar en el artículo 
primero del Acuerdo como conflicto armado interno, donde la población civil  no debió ser objeto 
de ataques o actos de violencia.  

Artículo 2.Principios, medidas y criterios de resarcimiento
Artículo 2. Principios y prioridades del resarcimiento 

 (Nuevo epígrafe)

Creemos necesario que se respete el contenido de éste artículo plasmado en el Acuerdo Gu-
bernativo 258-2003, por lo que a continuación justificamos su integridad: 

Con relación a las violaciones a los derechos humanos y delitos de lesa humanidad, creemos 
importante enumerar las violaciones a ser resarcidas, pues el mismo hace alusión a los principios 
y a los criterios de priorización, y por lo tanto, también debe de establecerse la priorización de las 
violaciones que serán resarcidas. 
4	  Las personas que no participen directamente en las hostilidades, incluidos los miembros de las fuerzas armadas que 
hayan depuesto las armas  y las personas puestas fuera de combate por enfermedad, herida, detención o por cualquier 
otra causa, serán, en todas las circunstancias,  tratadas con humanidad, sin distinción alguna de índole desfavorable 
basada en la raza, el color, la religión o la creencia, el sexo, el nacimiento  o la fortuna o cualquier otro criterio análogo.  
A este respecto, se prohíben, en cualquier tiempo y lugar, por lo que  atañe a las personas arriba mencionadas:  
a)  los atentados contra la vida y la integridad corporal, especialmente el  homicidio en todas sus formas, las mutilaciones, 
los tratos crueles, la  tortura y los suplicios; 
b)  la toma de rehenes; 
c)  los atentados contra la dignidad personal, especialmente los tratos humillantes y degradantes; 
d) las condenas dictadas y las ejecuciones sin previo juicio ante un tribunal legítimamente constituido, con garantías 
judiciales reconocidas como indispensables por los pueblos civilizados. 
2)  Los heridos y los enfermos serán recogidos y asistidos. 
Un organismo humanitario imparcial, tal como el Comité Internacional de la Cruz Roja, podrá ofrecer sus servicios a 
las Partes en conflicto. 
Además, las Partes en conflicto harán lo posible por poner en vigor, mediante acuerdos especiales, la totalidad o parte 
de las otras disposiciones del presente Convenio. 
La aplicación de las anteriores disposiciones no surtirá efectos sobre el estatuto jurídico de las Partes en conflicto.
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La Política Pública de Reparación no es una ley penal o accesoria penal que tipifique delitos 
o sanciona, ésta no sería una causa para no dejarlo descrito en este Acuerdo, pues estos delitos 
están contemplados en normas penales nacionales e internacionales, y es ahí en donde no solo se 
describen sino también se tipifican por los órganos jurisdiccionales encargados; por lo anterior es 
importante señalar que por el hecho de permanecer en este artículo se esté tratando de tipificar 
o juzgar a alguna persona, sino simplemente dejar establecido, cuales o qué normas constituyen 
delitos susceptibles de ser resarcidos, por lo tanto, dejar de señalar estas violaciones a los derechos 
humanos, que son sujetas de resarcimiento, es SUPRIMIRLE LA ESENCIA Y LA PROPIA 
NATURALEZA DEL PROGRAMA DE REPARACION, lo cual le quita su asidero doctrinario.

Por otra parte, le quitaría la principal herramienta para la calificación de las personas que 
presentan un reclamo al PNR, en el sentido de determinar si son o no resarcidas. Dejar sin esa 
posibilidad de calificación al Programa, lo hace irrealizable en su ejecución al dejar abierta cual-
quier posibilidad de ser víctima del conflicto en general.

Deben respetarse las medias a resarcir literalmente como se encuentran descritas, pues de 
conformidad con la Política Pública de Resarcimiento es ahí donde se encuentran desarrolladas 
de forma complementaria cada una de las medidas. 

Proponemos la redacción de la siguiente forma: 

Artículo 2. Principios, medidas y criterios de resarcimiento

Los criterios y medidas de resarcimiento que se apliquen en los procesos de calificación de 
beneficiarios del Programa Nacional de Resarcimiento, se fundamentarán en los principios de 
equidad, justicia, celeridad, accesibilidad, gratuidad, sencillez, imparcialidad, integridad, efectivi-
dad, multilingüismo, publicidad, oralidad, consulta, inclusión, participación social y respeto a la 
identidad cultural de las víctimas. 

El criterio de priorización de los beneficiarios individuales, tomará en cuenta la gravedad de 
las violaciones, la condición socioeconómica y vulnerabilidad social de los mismos, con especial 
atención a las viudas, huérfanas, huérfanos, discapacitados, discapacitadas, adulto mayor, adulta 
mayor y menores de edad. El criterio de priorización de los beneficiarios colectivos tomará en 
cuenta la gravedad de las violaciones, la condición socioeconómica y vulnerabilidad de las co-
munidades, grupos organizados de víctimas y los pueblos indígenas afectados por violaciones a 
derechos humanos y delitos de lesa humanidad durante el conflicto armado interno. 

Serán resarcidas las siguientes violaciones a los derechos humanos y delitos de lesa humanidad: 
a) desaparición forzada; b) Ejecución extrajudicial; c) Tortura física y psicológica; d) Desplaza-
miento forzado; e) Reclutamiento forzado de menores; f ) Violencia sexual y violación sexual; g) 
Violaciones en contra de la niñez; h) Masacres; i) Otras violaciones a los derechos humanos no 
descritas anteriormente que se encuentren contenidas en instrumentos internacionales en materia 
de derechos humanos reconocidos y ratificados por el Estado de Guatemala. 

Para implementar el resarcimiento a las víctimas de violaciones de derechos humanos, el Pro-
grama Nacional de Resarcimiento puede hacerlo recurriendo a las siguientes medidas; 1. Digni-
ficación de las víctimas, 2. Resarcimiento cultural, 3. Reparación psicosocial y rehabilitación, 4. 
Restitución material, 5. Resarcimiento económico.
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Artículo 2 bis. Política de resarcimiento 
(Nuevo) No procede según lo expresado arriba

Artículo 2 ter. Cuantificación del resarcimiento (Nuevo)

Uno de los principios fundamentales del Programa es la  CELERIDAD, esto quiere decir 
que cualquier procedimiento ante el PNR debe desarrollarse de manera urgente y sin demora 
alguna; consideramos que la cuantificación del resarcimiento no debe recaer en la CNR para que 
determine en cada caso según “estudios actuariales” el monto de resarcimiento económico, esto 
paralizaría el funcionamiento del PNR, pues el procedimiento debe ser ágil y quedar establecido 
en el reglamento del Programa, Aprobado por la CNR.

Por otra parte, debe establecerse qu��������������������������������������������������������é������������������������������������������������������� se hará con las personas que ya obtuvieron un resarci-
miento económico, pues bajo el principio de la igualdad de derechos ante una misma violación, 
habrá que determinar el criterio a seguir.

Por lo anteriormente descrito, consideramos importante que la Comisión Nacional de Resar-
cimiento tome las siguientes medidas: 

Que la Comisión Nacional de Resarcimiento, en el marco de los estándares internacionales en 
materia de reparación, revise y en consecuencia aumente la cantidad y calidad de todas las medidas de 
reparación contenidas en la Política Pública de Reparación, que sea digna e igual para las víctimas civiles.

La CNR no deberá ser el órgano encargado de calificar caso por caso que se ingrese al Pro-
grama para ser resarcido, basta con que se emita un Acuerdo o Reglamento donde se establezcan 
un modelo o estándar por violación a los derechos humanos a ser resarcido.

Cuando se hace referencia a las sentencias judiciales se especifique si son nacionales o inter-
nacionales, y que se establezca qué es un procedimiento del Sistema Interamericano de derechos 
Humanos.

Artículo 4. Integración de la Comisión.  Sin comentario
Artículo 4 bis. Consejo Consultivo

Desde la reforma al Acuerdo Gubernativo del PNR en el año 2005, la participación de las 
víctimas y sociedad civil quedó fuera de la Comisión Nacional de Resarcimiento; de ahí en ade-
lante  las consultas a las víctimas ha sido en pocos espacios a petición de las mismas, a pesar que 
las víctimas han presentado propuestas por escrito esta no ha sido tomadas en consideración por 
las autoridades de la CNR y PNR; en el actual gobierno se ha tenido participación en espacios 
de coordinación pero nuestra intervención no ha quedado formalizada.   Proponemos la institu-
cionalización de lo que hasta hoy ha sido llamado el Petit comité o pequeño comité de víctimas, 
ampliando la participación de víctimas organizadas y se definan funciones y atribuciones a través 
de un reglamento específico; criterios de participación y representatividad. Particularmente que 
las consultas sean vinculantes 
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Esta  figura  podría ser llamada Comisión de Participación de Víctimas y tendría como obje-
tivos fundamentales: 

l 	Cumplir con el principio de participación y consulta, particularmente en aspectos sustantivos de 
la Política Pública de Reparación y que la consulta tenga  carácter vinculante. 

l 	Suscribir convenios entre las partes involucradas, de los acuerdos que se alcancen en espacios de 
consulta y participación

Artículo 5. Funciones de la Comisión
De la lectura y análisis del presente artículo, consideramos necesaria la inclusión y modificación 

de las siguientes funciones de la Comisión Nacional de Resarcimiento:

l 	Revisar y adecuar los montos y calidad de las medias de reparación de conformidad a los estándares 
internacionales en ésta materia. 

l 	Consultar a las víctimas, sus organizaciones las medidas de resarcimiento a implementar, a través 
la Comisión de Representación de Víctimas y que la consulta tenga  carácter vinculante.

l 	Gestionar ante el Congreso de la República la asignación de un presupuesto no menor a los 
trescientos millones de quetzales para el desarrollo anual del Programa. 

Artículo 6. Del Presidente de la comisión
Además de las establecidas, agregar que dentro de sus funciones está la gestión e incidencia  

ante las  instancias correspondientes de la asignación presupuestaria así como una  adecuada y 
transparente ejecución del mismo.

Artículo 7. De la Dirección Ejecutiva y sus funciones
Consideramos necesaria la reforma de una literal y la inclusión de otra  de modo que se pueda 

garantizar la rendición de cuentas y transparencia en el manejo de los recursos del Programa. Por 
lo que sugerimos la incorporación de lo siguiente: 

l 	Administrar eficientemente los recursos del PNR, de conformidad con los principios de transpa-
rencia y eficacia y publicidad de  las actividades ejecutivas y técnicas que demanden el resarcimiento 
individual y/o colectivo de las víctimas civiles de violaciones de derechos humanos y delitos de 
lesa humanidad cometidos durante el conflicto armado interno, con base a los lineamientos y las 
resoluciones emanadas de la Comisión Nacional de Resarcimiento.  

l 	Presentar de forma trimestral y pública,  informes de rendición de cuentas de su gestión, activi-
dades y ejecución presupuestaria del Programa Nacional de Resarcimiento.

l 	Garantizar el buen funcionamiento y servicio de información pública, según la Ley de acceso a 
la información Pública.
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Artículo 9. Del manejo de los recursos

De conformidad con lo que se establece en el presente artículo, se interpreta lo siguiente:  
De  la asignación presupuestaria anual que se le asigna al PNR, el 90 % del total será utilizado 

para acciones propias de resarcimiento (Inversión) y el restante 10% para funcionamiento del 
PNR. Por ejemplo si en el año 2013 se fijó un presupuesto de 145 millones, deberá tomarse para 
funcionamiento 14.5 millones del total asignado. Según el texto vigente y de reforma, se está ante 
una ilegalidad, pues ejecutan más presupuesto para funcionamiento de lo asignado.

Articulo 12. Asignación de Recursos

El presupuesto de ingresos y egresos del Estado de Guatemala, no se corresponde con la capaci-
dad de recaudación fiscal a cargo de la SAT; en los últimos años, se ha proyectado un presupuesto 
de gastos mayor a la capacidad real de recaudación de ingresos fiscales; además en el año 2014 del 
presupuesto asignado al PNR se desviaron 20 millones de quetzales para cubrir  daños causados 
por el terremoto en San Marcos; y  el año 2013 se fueron al fondo común cerca de 25 millones 
de quetzales que el PNR no pudo ejecutar.

El presupuesto que apruebe el Congreso de la República para resarcir a las víctimas  debe res-
petarse y ejecutarse completamente,  debe ponérsele candados para evitar que los recursos de las 
víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, ocurridos durante  el CIA sean utilizados 
para otros asuntos. 
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Propuestas y posicionamiento de las 
organizaciones de víctimas

A la par del análisis comparado que hicimos de la última propuesta de reforma al Acuerdo Gu-
bernativo del PNR, las organizaciones de víctimas; el día  6 de agosto del 2013, dirigimos un 
documento al Lic. Gustavo Adolfo Martínez Luna, Secretario General de la Presidencia de la 
República; Lic. Antonio Arenales Forno, Secretario de la Paz; y Lic. Jorge Humberto Herrera 
Castillo, Presidente de la Comisión Nacional de Resarcimiento. Dicho documento fue entregado 
en el auditórium de la PDH, de la ciudad capital; en donde estuvieron presentes el Licenciado 
Jorge De León Duque, Procurador de los Derechos Humanos, el señor Alberto Brunori de la 
Oficina del Alto Comisionado de los Derechos Humanos de las Naciones Unidas en Guatemala, 
y otros invitados, el resumen del documento entregado expresa lo siguiente:

	 “Que luego haber revisado y analizada la última versión de reforma al Acuerdo Gubernativo 258-2003 
del PNR, CONSTATAMOS, que nuestras propuestas NO fueron incluidas. Que la propuesta del 
PNR sigue siendo regresiva en materia de Derechos Humanos, la que degrada y mutila sustanti-
vamente los principios y contenidos de la Política Pública de Reparació´n; lo cual lesiona y viola 
los Derechos de las víctimas civiles que sufrieron violaciones a los Derechos Humanos y delitos de 
lesa humanidad; además viola normas internacionales en materia de Derechos Humanos”.

	 “Expresamos que el PNR ha realizado cambios en los procedimientos para acreditar las medidas 
de reparación, por ejemplo en la restitución material de inversión productiva, obliga y presiona a 
las víctimas a organizarse en cooperativas; indicando que de no ser así quedarían fuera de dichos 
proyectos; violando de esta manera el derecho de libre organización de las víctimas. En el caso 
de las entregas de resarcimiento económico, el actual gobierno ha eliminado la Carta de Perdón; 
más recientemente el Lic. Jorge Herrera Castillo ha informado que la CNR ha acordado eliminar 
la prohibición de resarcir a personas que están en el filtro PAC.”5

	 “De buena fe, las organizaciones de Víctimas, hemos aceptado mesas de diálogo  con las autori-
dades de la CNR y  PNR, quienes en varias ocasiones han firmado y adquirido compromisos los 
cuales en su mayoría han incumplido. Consideramos el diálogo como instrumento para discutir y 
alcanzar acuerdos, que respete los principios y garantías de los derechos humanos y el derecho de 
las víctimas a la reparación digna. Expresamos que diálogo sin resultados e incumplimientos son 
un factor más de revictimización que viola nuevamente los derechos de las víctimas del conflicto 
armado interno  y vulneran la confianza en las instituciones del Estado”.  

5 Jorge Humberto Herrera Castillo, Presidente de la CNR.
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Frente a dicha situación se demandó

l 	Que la reforma planteada al Acuerdo Gubernativo 258-2003 de constitución del PNR, no sea 
utilizada para modificar principios y la naturaleza de un programa que fue diseñado para resarcir 
a víctimas civiles de violaciones a los derechos humanos sufridos durante el Conflicto Armado 
Interno.  

l 	Que el contenido del actual Acuerdo Gubernativo 258-2003, siga siendo el mismo ampliándole 
únicamente la temporalidad por 10 años más.

l 	Una reforma al Acuerdo Gubernativo 258-2003, debe considerar el principio de progresividad 
de los derechos humanos, en el sentido que todo cambio debe ser para mejorar los derechos ad-
quiridos y asegurar un resarcimiento integral.

l 	Que no se mezclen prácticas de programas de desarrollo social, con el derecho al resarcimiento 
que es específico para víctimas civiles que sufrieron graves violaciones a los derechos humanos y 
delitos de lesa humanidad durante el Conflicto Armado Interno.

l 	Se respete el derecho de libre organización de las víctimas las que se han organizado en CO-
MITES DE VÍCTIMAS, y no necesariamente a organizarse en Cooperativas como condición 
para acceder a la medida de resarcimiento material en el componente de inversión productiva. El 
derecho a este tipo de medida corresponde, según la Política Pública de Resarcimiento a víctimas 
que perdieron bienes materiales y medios de vida, de tal cuenta deriva la obligación del Estado 
de restituirlos.

Finalmente el 27 de diciembre de 2013 el Poder Ejecutivo aprobó la reforma al Acuerdo Gu-
bernativo del PNR, 539-2013, en el que se realizaron cambios sustantivos a la Política Pública 
de Reparación que viola el principio de progresividad de los derechos humanos y los estándares 
internacionales en materia de reparación. 

De esta reforma, lo que se rescata de positivo es la ampliación por 10 años más de vigencia 
del Programa Nacional de Resarcimiento. Consideramos que la temporalidad del PNR deberá 
estar sujeta hasta haber cubierto o resarcido a todas las víctimas del conflicto armado interno, sin 
exceder el tiempo de vida de las víctimas. 

“Por lo tanto, la temporalidad debe corresponder al tiempo de vida de las víctimas y establecer 
el mecanismo para que cuando los casos se hayan agotado, exista una dependencia dentro de 
Secretaría de la Paz o La Comisión Presidencial Coordinadora de la Política del Ejecutivo en 
materia de Derechos Humanos, que atienda los casos que puedan quedar pendientes”.6

6   Elementos sustantivos para la reorientación y mejoramiento de la política pública de reparación, Guatemala, mayo 2012. 
Red de organizaciones sociales y de victimas.



30

La Necesidad e importancia del Registro 
Nacional de Víctimas (RNV)

Un Registro Nacional de Víctimas (RNV)���������������������������������������������������� es necesario para tener una versión ��������������� oficial e ins-
titucional de  información individual y colectiva sobre las violaciones a los derechos humanos 
cometidos durante el conflicto armado interno en Guatemala. Esa información  debe concentrarse 
en: la identidad de las víctimas individuales, con detalle sobre cada víctima que fue objeto de 
violaciones a los derechos humanos, la relación de parentesco directo (padres, conyugues e hijos) 
de la víctima, e información sobre impacto de la violación, marginalidad y expectativas. Además, 
la información colectiva será sobre casos  en donde se  hayan cometido violaciones masivas y 
generalizadas de los derechos fundamentales, identificar a las comunidades que hayan sufrido 
masacres y/o desplazamiento forzado. Con un esfuerzo de recopilación individual y colectiva de 
violaciones a los derechos humanos, el RNV podrá proveer información sobre:

l 	Censo de las víctimas fatales producidas como resultado de violaciones a los derechos humanos 
ocurridos durante el conflicto armado interno: ejecuciones extrajudiciales, masacres, y desapari-
ciones forzadas. 

l 	Establecer el universo de las desapariciones forzadas. 
l 	Referencia geográfica de los lugares donde se cometieron masacres, con censo de víctimas y so-

brevivientes e identificación de los lugares donde se encuentran en la actualidad los sobrevivientes. 
l 	Identificación de los lugares donde se realizaron investigaciones  antropológicas forenses relacio-

nando listados de víctimas y personas no identificadas. 
l 	Identificación de víctimas por desplazamiento forzado con referencia geográfica de los lugares 

donde se encuentra reasentada población desplazada interna, retornados, población en resistencia 
y la identificación de las acciones de resarcimiento recibidas. 

l 	Establecer la condición socioeconómica, de escolaridad y salud de los beneficiarios al resarcimiento  
de las víctimas sobrevivientes y en  caso de víctimas fatales sus familiares directos. Determinando 
el segmento poblacional que se encuentra en condiciones de vulnerabilidad, pobreza, con disca-
pacidad física y mental sin haber recibido atención por ninguno de los programas vigentes.

l 	La totalidad de dictámenes colectivos e individuales estableciendo las  opciones particulares de 
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resarcimiento con fines de inserción laboral y productiva. 
l 	Casos de violaciones a los derechos humanos ocurridos durante el CAI, en los que haya sentencia 

condenatoria por parte de los tribunales de justicia guatemaltecos.  
l 	Casos que con anterioridad del plan hayan sido puestos de conocimiento de la CIDH. 
l 	Casos que se hayan admitido ante la CIDH y pendientes de pronunciamiento. 
l 	Casos documentados en el informe de la CEH y el REMHI.
l 	Casos documentados o presentados a la Procuraduría de los Derechos Humanos 

 
El RNV es esencial para el proceso de Justicia Transicional en el país, por tratarse de una he-

rramienta técnico política que evitará cometer arbitrariedades en el proceso de resarcimiento en 
el país y al mismo tiempo agilizará el proceso al contar con un instrumento de fácil consulta en el 
cual estará plasmada toda la información testimonial como documental de los casos. Por otra parte 
será una instrumento para el conocimiento de la verdad de lo ocurrido siendo el referente nacional 
al contener la totalidad de información que en un momento iniciaron los informes del REMHI 
y la CEH, significando un aporte para el conocimiento de los hechos del pasado, además de eso:

	 “A partir de haber realizado y contar con el Registro Nacional de Víctimas, se podrán hacer 
las proyecciones del tiempo y los recursos económicos necesarios y suficientes paras resarcir de 
manera integral y digna a las víctimas del CAI.”7  

Por otra parte, “El conocimiento del universo de víctimas, es además una acción de dignifica-
ción, en el sentido que cuando hubiera alguna forma de presentación que podría ser un vínculo 
propio por Internet o museo de la memoria, se debería tener acceso a dicha información, incluso 
se podría mapear por comunidad, municipio y/o departamento. Realizar estadísticas, ordenar la 
información por violación, en fin las posibilidades son varias. Por otra parte, hacerlo es en sí mismo 
un acto que contribuye a la garantía de la NO repetición”8

7	  Elementos sustantivos para la reorientación y mejoramiento de la política pública de reparación, Guatemala, mayo 2012. 
Red de organizaciones sociales y de victimas.
8	  Elementos sustantivos para la reorientación y mejoramiento de la política pública de reparación, Guatemala, mayo 
2012.,Red de organizaciones sociales y de victimas.
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Presupuesto insuficiente

Uno de los problemas centrales del Programa Nacional de Resarcimiento, es el bajo presupuesto 
que ha tenido y podido ejecutar en los últimos años. Para analizar el presupuesto, lo haremos desde 
tres escenarios; el primero es la cantidad que aprueba el Congreso de la República cada año, el 
cual se presenta en el cuadro siguiente:

Asignación Presupuestaria Acumulada PNR9

En quetzales

2005 Q.   40,000,000.00
2006 Q. 295,830,000.00
2007 Q. 300,000,000.00
2008 Q. 264,595,950.00
2009 Q. 272,042,409.00
2010 Q.   78,000,000.00
2011 Q.   76,651,605.00
2012 Q.   80,000,000.00
2013 Q. 145,000,000.00
2014 Q. 145,000,000.00

9	 Cuadro elaborado por CAFCA, con  información, Plan estratégico institucional orientado a resultados de  desarrollo, 
2012-2016. PNR.
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El segundo escenario, es la cantidad que anualmente asigna o desembolsa el Ministerio de Fi-
nanzas Públicas; cantidad que ha sido menor a lo aprobado por el Congreso de la República.  Aquí 
podemos ubicar los recortes que en su historia ha sufrido el presupuesto del PNR, por ejemplo 
en octubre del 2005, en el  gobierno del expresidente Oscar Berger bajo el acuerdo Gubernativo 
37-2005, se transfirieron 260 millones de quetzales del PNR, para atender los daños provocados 
por la tormenta tropical Stan. Lo mismo sucedió en el año 2014, cuando se utilizaron 20 millones 
de quetzales del Resarcimiento para cubrir los daños del terremoto en el departamento de San 
Marcos.

Lo anterior ejemplifica la manera fácil cómo se manipulan los fondos del PNR, aunado a los 
bajos niveles de asignación  presupuestaria. Con estas acciones los recursos económicos del PNR 
son utilizados como la caja chica (reserva) para cubrir otros compromisos, de esto podemos inferir 
que las demandas y derechos de las víctimas de violaciones a los DDHH del CAI, están fuera de 
las prioridades del Estado.

El tercer escenario, es la ejecución presupuestaria y calidad del gasto, la cual ha sido deficiente, 
por debajo de lo presupuestado y asignado; por ejemplo en el año 2013, cerca de 25 millones se 
fueron al fondo común, frente a la gran demanda de las víctimas que reclaman su resarcimiento 
digno.

El presupuesto asignado finalmente al PNR para el año 2014, fue de 100 millones de quetzales, 
el cual tuvo recortes por más de 48 millones; la ejecución presupuestaria fue cerca a los 49 millones 
de quetzales dentro de los cuales 24 millones, casi el 50% de lo gastado fue para funcionamiento. 
El año 2014 ha sido  la peor ejecución que ha tenido el PNR en sus 11 años de funcionamiento.

El acuerdo gubernativo del PNR, establece que el 10% del presupuesto serán para gastos de 
funcionamiento; entendemos que es sobre la base de lo que aprueba anualmente el congreso de 
la República, que para el año 2014 fue de 145 millones de quetzales. El PNR en el POA-2014 
proyecto 14.5 millones de quetzales para gastos de funcionamiento; lo gastado supera esa cantidad 
por lo que estamos ante irregularidades e ilegalidades. 

Corresponde a las autoridades de la Comisión Nacional de Resarcimiento, formular y proyec-
tar un presupuesto basado en planes estratégicos que permita planear e implementar la Política 
Pública de Reparación. Es necesario que las autoridades de la CNR jueguen un papel activo en 
la gestión del presupuesto frente al Congreso de la República y Ministerio de Finanzas Públicas 
respectivamente.

De retomarse el espíritu del resarcimiento, se continuará con la negación e incumplimientos 
de los derechos de las víctimas a la reparación integral.
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La documentación: 
 calvario para las víctimas

Uno de los principales problemas que enfrentan las víctimas y sobrevivientes sigue siendo la 
dificultad de acceder y localizar documentos que les requiere el PNR para poder completar sus 
expedientes y acreditar las medidas de resarcimiento a las que tienen derecho; los casos más co-
munes son los certificados de nacimiento y defunción, en particular de niños y niñas que nacieron 
y murieron durante el desplazamiento forzado (en las montañas), lo que afecta la dignificación 
de las víctimas y la restitución económica; en los casos  de falta de certeza jurídica de la tierra en 
regiones indígenas, donde la costumbre ha establecido que las tierras donde viven y trabajan son 
comunitarias, afecta particularmente el derecho a la restitución material: la vivienda, la tierra y la 
inversión productiva. 

El PNR ha informado tener convenio de cooperación con el Registro Nacional de las Personas 
(RENAP), para resolver las necesidades de documentación de las víctimas, sin embargo este no 
ha funcionado.  

La carga de la prueba sigue estando atribuida a las víctimas, lo que representa gastos, tiempo 
en trámites burocráticos que muchas veces no tienen resultados positivos, lo que provoca en las 
familias de las víctimas, cansancio y desesperanza, y una forma de revictimización. Reiteramos 
que la carga de la prueba es responsabilidad del Estado por ser responsable de las violaciones a 
los derechos humanos cometidos. 
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Mujeres invisibilizadas

En el PNR no existe una política activa de atención a mujeres víctimas de violencia y violación 
sexual, tampoco están claros los procedimientos y requisitos que las mujeres deben cumplir; como 
se recordará en el año 2008, ante la gran demanda de las mujeres exigiendo reparación por estas 
violaciones, el PNR  dejó de atender estos casos, argumentando que las mujeres estaban mintiendo. 

Las mujeres han identificado y demandado ante el PNR, resarcir  violaciones a los derechos 
humanos que sufrieron durante el conflicto armado interno, particularmente durante el despla-
zamiento forzado, entre estas enumeramos las siguientes10:

l 	Enfermedades derivadas de la desnutrición crónica e infecciones vaginales, por efectos de la 
violencia y violación sexual.

l 	Descontrol en el período menstrual de las mujeres y de las niñas.
l 	Muerte por desplazamiento.
l 	Registro y documentación de niños y niñas que murieron durante el desplazamiento forzado en 

las montañas, o que murieron por falta de alimentación, atención médica y medicamentos.
l 	El impacto psicosocial provocado en las mujeres por la muerte de sus hijos, sus esposos y los 

demás miembros de sus familias en contextos de persecución y desplazamiento.
l 	El derecho laboral fue afectado por el reclutamiento forzado y el desplazamiento (lucro cesante, 

pérdida de oportunidades de superación).
l 	Privación de derechos de las mujeres en los “polos de desarrollo” o aldeas modelo.
l	 Trabajo forzado y esclavitud sexual. (los comisionados les quitaban las mujeres a otros hombres).
l 	Consecuencias en la salud sexual y reproductiva de las mujeres.
l Impacto y efectos psicosociales, como el susto, el miedo, etc.

Es importante ampliar el derecho de las mujeres a la reparación, considerando que dentro de 
las violaciones a sus derechos humanos, algunas de ellas difícilmente pueden ser verificadas, por 
ejemplo la violación sexual y otras que se describen arriba, frente a esta situación, el testimonio o 
declaración jurada serán los medios de prueba únicos que se pueden presentar.

10	 Documento de fondo, Audiencia temática 144° período de sesiones de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos “Situación de las mujeres víctimas de violaciones a los derechos humanos durante el Conflicto Armado 
Interno”, 28 de marzo, 2012. 
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Proyectos productivos

Las acciones definidas como prioritarias por las actuales autoridades del PNR, ha sido el impulso 
de proyectos de inversión productiva; por medio de estos se plantea restituir medios y relaciones 
de producción de las familias comunidades que sufrieron desplazamiento forzado; Estos proyec-
tos son concebidos por el  PNR como la dotación de capital semilla, el cual debe de garantizar 
rentabilidad y sostenibilidad.  De la misma manera el PNR se ha comprometido a brindar por 
dos años la asesoría y el  acompañamiento técnico a estos procesos productivos. Los costos de esta 
asesoría y servicios técnicos estarían cargados a los costos del proyecto, falta ver si habrá equilibrio 
en el porcentaje del capital fijo y capital variable.

A la fecha, se ha iniciado un proceso de implementación de no más de 5 proyectos agropecua-
rios particularmente dirigidos a la crianza de ganado bobino, otros a la producción de arroz, café, 
acompañados de compra de vehículos de carga (pick up) y de transporte de personas para salir de 
sus comunidades a la cabecera municipal.

En los proyectos productivos de ganado, el promedio de unidades asignado o entregados a 
cada familia ha sido entre cinco y seis. En otras comunidades la cantidad de ganado que se pre-
tende entregar es de dos o tres unidades, lo cual ha generado inconformidad de las víctimas. El 
argumento del PNR ha sido que esto depende de la cantidad de tierra disponible para la crianza 
del ganado que tienen las comunidades  

El ejemplo anterior plantea la necesidad de establecer criterios y parámetros que estandaricen 
los montos promedio que recibirá cada familia como capital semilla, de lo contrario generará in-
conformidades e inequidades entre las víctimas y se romperá el principio de igualdad de derechos.  

Otra forma de enfrentar estas realidades, es que en comunidades que tengan poca tierra para 
proyectos agrícolas, se podrán compensar con otro tipo de productividad; consideramos que no 
necesariamente un solo producto debe impulsarse, debe haber diversificación, que garantice la 
participación y beneficios de los diferentes sectores que integran las comunidades. Desarrollar 
opciones productivas específicas para mujeres, porque los proyectos hasta hoy impulsados están 
dirigidos particularmente hacia los hombres. Debe tomarse en cuenta a las viudas y a las ancianas.

Hemos denunciado y discutido con las autoridades de la CNR y PNR, la presión sufridas por 
las víctimas por parte de trabajadores del PNR, para que las victimas se organicen en cooperativas 
para poder acceder a los proyectos de inversión productiva, este extremo ha sido negado por las 
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autoridades del PNR; aunque en la práctica las comunidades elegidas por el PNR en las cuales 
se están implementando estos proyectos, ha sido por medio de  cooperativas. 

Los comités son el instrumento donde las v�������������������������������������������������í������������������������������������������������ctimas y sobrevivientes de violaciones a los de-
rechos humanos durante el conflicto armado interno  se han organizado para ejercer su derecho 
a la reparación integral y colectiva, a la Verdad, la Justicia, y las Garantías de No Repetición. El 
comité de víctimas da identidad grupal de haber sufrido violaciones a sus derechos humanos, el 
cual debe ser respetado por las autoridades de la CNR y PNR.
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Estándares internacionales  
en materia de reparación

El derecho internacional humanitario establece: “El derecho de las víctimas a interponer de-
mandas y obtener reparaciones. La reparación ha de realizarse por parte del Estado con celeridad. 
Porque en la medida en que se prolongue en el tiempo, la violación de los derechos humanos de 
las víctimas continúa”.11

Reiteramos que la política pública de reparación del Estado de Guatemala, no cumple con 
los estándares internacionales en materia de reparación, por ejemplo; el principio de celeridad 
para atender el derecho  de las víctimas a la reparación integral ha sido violentado e incumplido; 
a once años de vida del PNR existen comunidades, víctimas y sobrevivientes que aún no han 
sido atendidos, algunas personas han muerto y no lograron obtener la reparación; existen casos 
de personas que han muerto sin poder enterrar a sus  familiares producto de exhumaciones rea-
lizadas; las viviendas prometidas desde el año 2009 han sido incumplidas, además de someter a 
la revictimización  a los beneficiarios del PNR, a través largos y costosos trámites burocráticos.

En tanto que dentro de los Acuerdos y Convenios suscritos por el Estado de Guatemala, se 
señala lo siguiente para llevarlo a la práctica:

	 “La obligación de respetar, asegurar que se respeten y aplicar las normas internacionales de 
derechos humanos y el derecho internacional humanitario según lo previsto en los respectivos 
ordenamientos jurídicos comprende, entre otros, el deber de:

a) Adoptar disposiciones legislativas y administrativas y otras medidas apropiadas para impedir las vio-
laciones”; 

b) Investigar las violaciones de forma eficaz, rápida, completa e imparcial y, en su caso, adoptar medidas 
contra los presuntos responsables de conformidad con el derecho interno e internacional; 

c) Dar a quienes afirman ser víctimas de una violación de sus derechos humanos o del derecho humanitario, 
un acceso equitativo y efectivo a la justicia, como se describe más adelante, con independencia de quién 
resulte ser en definitiva el responsable de la violación; y 

11 Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas interna-
cionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y 
obtener reparaciones
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d) Proporcionar a las víctimas recursos eficaces, incluso reparación, como se describe más adelante. 

Entre los recursos contra las violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos hu-
manos y las violaciones graves del derecho internacional humanitario figuran los siguientes derechos de 
la víctima, conforme a lo previsto en el derecho internacional: a) Acceso igual y efectivo a la justicia; b) 
Reparación adecuada, efectiva y rápida del daño sufrido; y c) Acceso a información pertinente sobre las 
violaciones y los mecanismos de reparación”.12 
	 “Las víctimas deben ser tratadas con humanidad y respeto de su dignidad y sus derechos huma-

nos y, han de adoptarse las medidas apropiadas para garantizar su seguridad, su bienestar físico 
y psicológico y su intimidad, así como los de sus familias”13

En este conjunto de principios se reconocen los siguientes tipos de reparaciones:

La restitutio in integrum
La restitución, siempre que sea posible, ha de devolver a la víctima a la situación anterior a la 

violación manifiesta de las normas internacionales de derechos humanos o a la violación grave 
del derecho internacional humanitario. Comprende, según corresponda, el restablecimiento de 
la libertad, el disfrute de los derechos humanos, la identidad, la vida familiar y la ciudadanía, el 
regreso a su lugar de residencia, la reintegración en su empleo y la devolución de sus bienes.

La restitución de la ciudadanía, ha sido un logro de las propias víctimas, quienes para gestionar 
su resarcimiento se han organizado en comités, y desde ahí ejercen sus derechos a la reparación 
digna, aunque la restitución de los daños causados por parte del Estado aun está pendiente.

La indemnización
La indemnización ha de concederse, de forma apropiada y proporcional a la gravedad de la 

violación y a las circunstancias de cada caso, por todos los perjuicios económicamente evaluables 
que sean consecuencia de violaciones claras de las normas internacionales de derechos humanos 
o de violaciones graves del derecho internacional humanitario, tales  como: a) el daño físico o 
mental; b) la pérdida de oportunidades, en particular las de empleo, educación y prestaciones  so-
ciales; c) los daños materiales y la pérdida de ingresos, incluido el lucro cesante; d) los perjuicios 
morales; y e) los  gastos de asistencia jurídica o de expertos, medicamentos y servicios médicos, y 
servicios psicológicos y sociales.

Medidas de rehabilitación

La rehabilitación ha de incluir la atención médica y psicológica, así como los servicios jurídicos 
y sociales.

12 Ibid.
13 Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas interna-
cionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y 
obtener reparaciones.
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Medidas de satisfacción

La satisfacción ha de incluir, cuando sea pertinente y procedente, la totalidad o parte de las 
siguientes medidas: a)  disposiciones eficaces para conseguir que no continúen las violaciones; b) la 
verificación de los hechos y la revelación  pública y completa de la verdad, en tanto esa revelación 
no provoque más daños o amenace la seguridad y los intereses de la víctima, de sus familiares, de 
los testigos o de personas que han intervenido para ayudar a la víctima o impedir que se produzcan 
nuevas violaciones; c) la búsqueda de las personas desaparecidas, de las identidades de los niños  
secuestrados y de los cadáveres de las personas asesinadas, y la ayuda para recuperarlos, identifi-
carlos e inhumarlos según el deseo explícito o presunto de la víctima o las prácticas culturales de 
su familia y comunidad; d) una declaración oficial o decisión judicial que restablezca la dignidad, 
la reputación y los derechos de la víctima y de las personas  estrechamente vinculadas a ella; e) una 
disculpa pública que incluya el reconocimiento de los hechos y la aceptación de responsabilidades; 
f ) la aplicación de sanciones judiciales o administrativas a los responsables de las violaciones; g)  
conmemoraciones y homenajes a las víctimas; y h) la inclusión de una exposición precisa de las 
violaciones ocurridas en la enseñanza de las normas internacionales de derechos humanos y del 
derecho internacional humanitario, así como  en el material didáctico de todos los niveles.

Garantías de no repetición

Las garantías de no repetición han de incluir, según proceda, la totalidad o parte de las si-
guientes medidas, que también contribuirán a la prevención: a) el ejercicio de un control efectivo 
por parte de las autoridades civiles de las Fuerzas Armadas y de seguridad; b) la garantía de que 
todos los procedimientos civiles y militares se ajustan a las normas internacionales relativas a las 
garantías procesales, la equidad y la imparcialidad; c) el fortalecimiento de la independencia del 
poder judicial; d) la protección de los profesionales del derecho, la salud y la asistencia sanitaria, 
la información y otros sectores conexos, así como de los defensores de los derechos humanos; e) 
la educación, de modo prioritario y permanente, de todos los sectores de la sociedad respecto de 
los derechos humanos y del derecho internacional humanitario y la capacitación en esta materia 
de los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley así como de las Fuerzas Armadas y de 
seguridad; f ) la promoción de la observancia de los códigos de conducta y  de las normas éticas, 
en particular las normas internacionales, por parte de los funcionarios públicos, inclusive el per-
sonal de las fuerzas de seguridad, los establecimientos penitenciarios, los medios de información, 
el personal de servicios médicos, psicológicos, sociales y de las Fuerzas Armadas, además del 
personal de empresas comerciales; g) la promoción de mecanismos destinados a prevenir, vigilar 
y resolver los conflictos sociales; y h) la revisión y reforma de las leyes que contribuyan a las vio-
laciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y a las violaciones graves 
del derecho humanitario o que las permitan.



41

La integralidad de las medidas

El resarcimiento integral consiste en desarrollar procesos continuos orientados, especialmente a 
casos colectivos, que de acuerdo a la dimensión y gravedad de las violaciones a los derechos hu-
manos y los daños causados, ser sujetas de un proceso generador de condiciones de proyectos de 
vida colectivos comunitarios.  Que generen condiciones de satisfacción a las víctimas y el ejercicio 
pleno de su  ciudadanía. 

La reparación integral, debe orientarse fundamentalmente a restituir la dignidad de las personas; 
un elemento que contribuye sustantivamente a la dignificación de las victimas es el reconocimiento 
por parte del Estado de las violaciones a los derechos humanos  y daños causados a las víctimas 
y que se tomen las medidas para evitar su repetición. 

Tal como lo ha señalado la Corte Interamericana de Derechos Humanos -CorteIDH-, que 
“las medidas de satisfacción y no repetición, poseen un enorme poder de reparación que trascienden 
lo material y apuntan según palabras de la Corte a: “… el reconocimiento de la dignidad de las 
víctimas…”

La Política Pública de Reparación, como se sabe establece cinco grandes medidas de reparación; 
1. Reparación psicosocial y rehabilitación, 2. Dignificación, 3. Reparación Material, 4. Repara-
ción Económica, 5. Reparación cultural; estas medidas podrán ser individuales o colectivas. Las  
medidas de reparación de tipo colectivo deben considera la territorialidad, la pertinencia cultural 
y de género; orientados a la reconciliación de los diferentes actores sociales.
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Transparencia y rendición  
de cuentas en el PNR

Entendemos la transparencia como la práctica organizada y sistemática de poner a disposición 
pública, información sobre el uso y manejo de los recursos del Programa Nacional de Resarci-
miento; pero particularmente informar de los resultados alcanzados y calidad de los mismos. La 
obligación de los funcionarios del PNR de rendir cuentas, de informar y explicar a las víctimas 
y población lo que están haciendo, y cómo lo están haciendo, en qué y cómo  se está invirtiendo 
el presupuesto del PNR. En la medida que se cumplan con estas dos condiciones se contribuye 
a prevenir la corrupción y otros vicios.

El acceso a la información pública que tiene el Programa Nacional de Resarcimiento es a través 
de un portal electrónico (http://www.pnr.gob.gt/index.php), el cual durante la actual adminis-
tración ha sido modificado, eliminando información, por ejemplo las nomina de trabajadores y 
salarios que devengan, entre algunos.

El PNR no cumple con el principio de máxima publicidad, donde se informe y oriente a las 
víctimas de los derechos que tiene, los requisitos y procedimientos para acceder al resarcimiento.  

Se tiene conocimiento que el PNR, limita el acceso a la información, cuando organizaciones 
de víctimas y derechos humanos han solicitado información, generalmente se les lleva al máximo 
del tiempo establecido en la ley, además que la información solicitada es incompleta, se mutila la 
información, particularmente en temas de gastos e inversiones.

Las viviendas: deuda pendiente

En el año 2009, se firmó convenio entre la SEPAZ, PNR Y FONAPAZ, para la construcción 
de 3000 viviendas y cerca de 15 proyectos de construcción, de mausoleos y casas de oración. De 
esto solamente se construyeron cerca 2400 viviendas, de las cuales “el 90% de estas presentan 
deficiencias  en su estructura y acabados”.14  Mientras que los 15 proyectos de mausoleos y casa 
de oración ninguno fue construido; situación que ha dificultado la inhumación de víctimas del 
conflicto armado interno; estos incumplimientos llevó en la mayoría de casos, a que las familias 
con el apoyo de otras instituciones hayan logrado la inhumación sus seres queridos.

14 Información proporcionada por el presidente de la CNR, Jorge Herrera Castillo, en el 2014.
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Cabe señalar que durante la construcción de las viviendas, las empresas constructoras contrata-
das, exigieron a las v�����������������������������������������������������������������������������í����������������������������������������������������������������������������ctimas beneficiarias, pagar la mano de obra de ayudantes de albañil, propor-
cionarles alimentación y en ocasiones compraron y acarrearon algunos materiales de construcción, 
los gastos promedio realizadas por las familias es de 3 mil quetzales. Sobre este tema las víctimas 
agraviadas han presentados denuncias a la Contraloría General de Cuentas de la Nación, y al 
propio  PNR pero sin resultados, las víctimas exigen el reembolso de esos gastos.

De los 155 millones de quetzales erogados en este convenio, Q.28 millones no fueron ejecutados, 
de los cuales debe dar cuenta la comisión liquidadora de FONAPAZ y el PNR.
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Las víctimas de violaciones a los derechos 
humanos ocurridos durante el CAI,  

ante la Comisión Interamericana  
de Derechos Humanos

A partir de los reiterados incumplimientos de parte del Estado de Guatemala, de cumplir con 
el derecho de las víctimas de violaciones a los derechos humanos durante el CAI, de resarcirlas 
de manera integral y dignamente; del año 2008 al 2011, 54 comunidades presentaron peticiones 
colectivas ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en contra del Estado de 
Guatemala, por denegación al derecho de reparación.

Estas peticiones han sido planteadas en audiencias temáticas ante la CIDH, en las que se han 
dado a conocer, la situación de incumplimiento en materia de reparación por parte de la Pro-
grama Nacional de Resarcimiento, y las  peticiones por parte de las víctimas; en estas audiencias 
han participado en representación del Estado de Guatemala, funcionarios de la CNR, PNR y de 
Relaciones Exteriores, dichos funcionarios han asumido algunos compromisos ante las recomen-
daciones que han hecho los Comisionados de la CIDH. 

A continuación extractos de la transcripción literal de la audiencia temática realizada durante 
el 147° período de sesiones en la Comisión Interamericana de Derechos Humanos -CIDH-, el 
19 de marzo de 2013; en Washington Estados Unidos; denominada “Situación actual de la Po-
lítica Pública de Reparación Integral y Colectiva que afecta a las víctimas del Conflicto Armado 
Interno de Guatemala.”15

Los peticionarios
A un año tres meses de la nueva administración de la Comisión Nacional de Resarcimiento, 

CNR- y del Programa Nacional de Resarcimiento -PNR-, podemos reconocer que si bien ha 
habido una apertura al diálogo, pero en los hechos el resarcimiento no ha avanzado ha habido 
incumplimiento, aún falta mucho por hacer, existen dificultades para tener acceso al resarcimiento 
por parte de las víctimas.

El problema de la revictimización a las víctimas; porque estamos terminando casi trece años 
desde iniciamos esta lucha para dignificar a las víctimas sobrevivientes del conflicto armado, tanto 
en la reparación de las pérdidas materiales, las pérdidas humanas que no fueron ni cien ni mil, 
sino que fueron muchas más. El Estado de Guatemala a través de acuerdos se ha establecido su 
responsabilidad para resarcir a las víctimas del Conflicto Armado Interno, sin embargo se sigue 
15 http://www.youtube.com/watch?v=dD-i70FkDBQ&list=PLkh9EPEuEx2st1_l-W6cr0o3oH9DxBSDc&index=17  
Audiencia sobre la Política Pública de Reparación (CAFCA).
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dando la revictimización por el hecho de que se piden pruebas que lamentablemente  son inal-
canzables en particular para las mujeres, me refiero a la documentación, porque mucha de esta fue 
destruida (quemada) durante el Conflicto Armado Interno de los años ochenta.

…La exclusión y la discriminación hacia las mujeres que sufrieron violencia y violación sexual 
durante el conflicto armado, que es otro tema que se está excluyendo, en [la],16 en la audiencia 
anterior lo planteamos, porque a las mujeres no se les cree que sufrieron violación sexual, a las 
mujeres se les dicta de mentirosas; no se ha respetado sus derechos, no se ha respetado su dignidad.  
Se les ha hecho ofrecimiento los que a la fecha no se ha  cumplido.

Es preocupación para nosotros, que el estado de Guatemala emitió el decreto 370-2012 donde 
se desconoce la competencia de Comisión Interamericana de Derechos Humanos;  para nosotras 
las víctimas de Guatemala, este es un golpe, esta es una preocupación, es decir que en Guatemala 
se sigue con la impunidad.

Nosotros lo que pedimos al Estado de Guatemala que se apruebe la ley 3551 que da certeza 
jurídica del Programa Nacional de Resarcimiento, 

“…nosotros que estamos acá somos sobrevivientes de la represión, de la persecución de los 
grandes destrozos que nos ocasionó y por lo tanto el Estado tiene la obligación de reparar, resarcir 
el tejido social y las violaciones de los Derechos Humanos, en especial a mi organización de CPR 
que yo represento.”

“Nuevamente estamos aquí dando seguimiento a las 54 denuncias presentadas ante la CIDH, 
sobre las grandes violaciones que sufrió las comunidades. Especialmente el caso de la aldea Co-
cop en Nebaj, Quiché, que en el año 2008 el PNR se comprometió a ejecutar un plan piloto de 
resarcimiento integral el cual ha incumplido.”

“Otro caso que podemos poner de ejemplo son las inhumaciones de víctimas ya exhumadas 
que tienen más de siete (7) años de estar embodegados en las instituciones forenses, que no han 
sido inhumados porque el PNR no ha construido los nichos.  Para las víctimas esto es una burla.”

“También queremos denunciar que nos han exigido que las victimas nos organicemos en 
cooperativas para poder tener derecho a los proyectos de inversión productiva. Nosotros estamos 
organizados en comités de víctimas legalmente constituidos, pero eso no lo respetan.”

“Las víctimas han expresado a ustedes comisionados, su preocupación acerca de las políticas 
implementadas por parte del Programa Nacional de Resarcimiento en el que generalmente se 
realizan ofrecimientos que no tienen resultado alguno, que generan expectativas para las víctimas 
que raras veces son cumplidas. Las prácticas revictimizantes, el incumplimiento de los estándares 
internacionales en materia de reparación; siendo importante tomar en cuenta que un país como 
Guatemala que fue golpeado durante 36 años por un conflicto armado interno, la reparación es 
parte indispensable del proceso  de reconciliación Nacional.”

16 Todo lo escrito en cursiva y entre corchetes será para complementar el sentido del diálogo.
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En la misma audiencia por parte de los representantes  
del Estado de Guatemala

Jorge Humberto Herrera Castillo, Presidente de la Comisión Nacional de 
Resarcimiento -CNR-

“En esta audiencia, como en otras audiencias que hemos tenido en el año pasado y en esta 
en la que he estado presente, vamos a exponer los elementos centrales que le dan viabilidad y 
cumplimiento y ejecución a la Política Pública de Reparaciones, la cual es una política que surge 
del cumplimiento y de los compromisos de los Acuerdos de Paz y que mandata a la obligación 
estatal de reparar a las víctimas y para ello el Programa Nacional de Resarcimiento es el referente.

Una de las líneas que nosotros empujamos durante todo el año pasado y este es que de acuerdo 
al lineamiento del presidente constitucional de la República, cuando afirma el compromiso de 
Estado de recuperar las transformaciones fundamentales definidas en los Acuerdos de Paz y em-
prender acciones que eliminen por completo las desigualdades existentes entre los guatemaltecos 
y que nos subraya que este es el hecho para abandonar la confrontación y de unirnos en un sólido 
proceso de reconciliación nacional que nos permita seguir construyendo nuestra nación y dentro 
de ese aspecto mencionado por el presidente, jefe de Estado es la dignificación que merece cada 
una de las víctimas que causó el enfrentamiento armado interno.

En esta línea, nosotros hicimos un replanteamiento y el año pasado establecimos acá ante esta 
honorable comisión y ante los ilustres peticionarios, los tres elementos y líneas estratégicas de 
acción que nos habíamos trazado.

Por un lado la necesidad del fortalecimiento del programa, de su institucionalidad que prevé 
no solo la construcción y estabilidad de una entidad debidamente estructurada, sino que además 
pueda garantizar su solides financiera un despliegue nacional y una cobertura en todo el territorio 
nacional, sobre todo en las comunidades que fueron afectadas y con recurso humano profesio-
nalizado capaz de garantizar esa atención pronta y eficaz a la cual hacemos alusión en el acuerdo 
gubernativo.

El segundo aspecto que nos propusimos es, fue el impulso integral de todas las medidas de 
reparación, si la concurrencia de ellos que en efecto revierta la devastación que ocasionó el en-
frentamiento armado interno, que promuevan la reparación en sus distintos componentes, que 
impulsen la reconstrucción del tejido social y comunitario, dignifiquen la memoria de las víctimas, 
induzcan procesos eficaces de concordia y reconciliación, que concreten políticas de desarrollo 
e involucren la sinergia estatal hacia la población que atiende el programa como un sujeto prio-
rizado, según los lineamientos que el año pasado explicamos acá y que durante todo el proceso 
hemos logrado implementarlo.

El tercero es garantizar resultados de desarrollo mediante las políticas de reparación material, 
enfocadas hacia la implementación de proyectos de inversión productiva, que instalen capacidades 
en las familias y comunidades, recobren relaciones y medios de producción  que se perdieron durante 
el enfrentamiento armado interno y que en consonancia de los ejes de gobierno, obtengan resultados 
en materia de los pactos hambre cero, paz seguridad y justicia y el tema de modernización fiscal.
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Otro elemento es la concurrencia de las alianzas estratégicas que también lo señalamos el año 
pasado acá, como un factor inherente a la integralidad de la Política Pública de Reparación y su 
eficacia priorizando la unidad de la política de resarcimiento con el esfuerzo organizado de las 
víctimas, acá se ha mencionado la apertura que ha tenido el Programa y hemos hecho dos encuen-
tros de Política Pública con la mayoría de representes de las organizaciones de víctimas a nivel 
Nacional, donde hemos presentado no solo la planificación estratégica, sino que adicionalmente 
ha ido también los presupuestos y la asignación de los presupuestos de acuerdo a los objetivos 
estratégicos que nos planteamos.

De esos encuentros surgió una mesa de petite comité con representantes de las principales orga-
nizaciones a nivel nacional, esta mesa con el propósito de poder darle seguimiento y evaluación a 
los temas diríamos, de carácter estratégico como lo es el tema de fortalecimiento y la prolongación 
de la institución, así como la correcta utilización o el mapeo de las comunidades priorizadas. De 
esto los resultados han sido la planificación y el impulso para el segundo cuatrimestre de lo que 
son proyectos pilotos de abordaje integral en comunidades de víctimas.

El otro elemento es la transparencia y la rendición de cuentas como un elemento transversal 
dentro de la política que también lo mencionamos el año pasado acá en el cual ellos han partici-
pado dentro de lo que es la auditoría de la gestión que el programa ha hecho.

En síntesis, la reorientación de la Política Nacional del programa, persigue lograr la relación 
entre nuestros objetivos estratégicos que nos trazamos y los resultados de desarrollo que están 
planteados dentro de la Política de Estado y de Gobierno, para lograr resultados de desarrollo 
que sean tangibles y que la Política de Reparaciones como un elemento importante dentro de la 
articulación de la gestión para resultados de desarrollo concrete efectivamente que poblaciones y 
comunidades y víctimas y sobrevivientes puedan salir de sus economías de subsistencia y, puedan 
tener elementos de economías de excedencia. Ese ha sido el enfoque que hemos hecho durante 
todo este año y no solo como enfoque sino que en la planificación del trabajo y en la asignación 
de los recursos para que este año se pueda concretar en términos sustanciales y de eficacia este 
tipo de política.

El Acuerdo Global de Derechos Humanos establece que el resarcimiento debe ser dirigido en 
forma prioritaria a quienes más lo requieran dada su condición económica y social, el mandato 
establece que todas las víctimas que fueron violadas en sus Derechos Humanos son sujetos de 
reparación y, el mismo Acuerdo Global sobre Derechos Humanos establece el principio de la 
priorización de los casos priorizados, en esa dirección se han definido los criterios y a las organi-
zaciones de víctimas, a sus representantes, tanto en las reuniones que tenemos en el Programa o 
en las sedes regionales como en las reuniones de campo porque hemos estado en la comunidades, 
hemos enfatizado este tema como un elemento central, viudas, viudos, ancianas, ancianos, huérfa-
nos, discapacitados y todas aquellas personas que sufrieron gravísimas violaciones a sus derechos 
humanos, y esto por una razón muy puntual, por el tema de presupuesto, verdad, en la medida 
que los presupuestos no son suficientes pues, tenemos que establecer políticas de priorización que 
garanticen resultados para este tipo de población mucho más vulnerable, y acá, nosotros vemos 
los casos y hemos hecho un mapa de comunidades priorizadas con atención uno (1), con atención 
dos (2) y con atención tres (3).
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Los tres (3) objetivos estratégicos que se anunciaron para la planificación este año, uno es como 
lo repito, el fortalecimiento y la capacidad institucional y en esto, la prolongación del Programa 
Nacional de Resarcimiento, como un elemento fundamental, para poder garantizar que la política 
de reparaciones no solo continúe sino que además trascienda incluso a generaciones que no ne-
cesariamente fueron afectados directamente en términos de hijos o nietos de familias vinculadas.

Por el otro, el otro objetivo es el tema de fortalecer la capacidad institucional de desarrollar 
medidas de reparación, tanto sicosociales, de rehabilitación, que promuevan en las víctimas el 
ejercicio de una ciudadanía plena y productiva para la reconciliación, la paz y la justicia, este 
objetico estratégico conlleva, no solo las medidas de dignificación, memoria, verdad y lo que es 
la reparación en términos de abordaje sicosocial, hemos hecho abordajes sicosociales y ahora 
estamos considerando, mejor dicho, haciendo convenios con promotores en salud precisamente 
con organizaciones de la red, con una de las organizaciones de la red que es ASOQ’ANIL, donde 
el abordaje es sicosocial, por ejemplo las mujeres que fueron violadas durante el enfrentamiento 
armado interno, pueda tener un abordaje permanente y entonces no solo el abordaje del equipo 
de sicólogos del programa, sino por la pertinencia cultural y por el abordaje permanente con 
participación de promotores en salud mental de las comunidades. Esto es un proyecto que ya 
estamos trabajando, no solo en Chimaltenango, en el área de Chimaltenango, sino también en 
el área de Cobán.

Y el tercer objetivo estratégico es la implementación de las medidas de tipo material, que permi-
tan a las víctimas su inclusión social y su desarrollo, esto es importante y lo dijimos el año pasado 
acá desde la perspectiva de lo que es la política de reparación. Durante los nueve años del Programa, 
el Programa ha enfatizado su gestión en reparación económica, hasta el año pasado hasta este por 
así decirlo 2013, se han atendido aproximadamente 30100 víctimas con resarcimiento económico 
erogándose una cantidad de aproximadamente 630 millones de quetzales durante nueve años. 

Cuando hicimos el estudio pues este es una medida de reparación que hay que cumplirla y es 
obligación del Estado hacerlo, sin embargo y es una medida más simbólica que efectivamente 
pecuniaria, evaluamos la necesidad de poder no solo darle continuidad a esa sino focalizar un 
tema que no se había abordado históricamente por la política de reparaciones que es el tema de 
la inversión en proyectos productivos que está dentro de la Política Pública y el año pasado y toda 
esta parte no solo se socializó, sino que inclusive, dirigentes y operadores de las organizaciones de 
víctimas participaron en algunas de las capacitaciones que nosotros empujamos a nivel de toda la 
institución del PNR en las catorce sedes regionales, sino que adicionalmente la respuesta de las 
comunidades fue, fue desbordante y a nosotros nos pareció magnífico el hecho de que pudiesen 
tener una visión diferente de la política, del asunto eminentemente pecuniario que fue el hecho 
central, a tener una visión de que se le pueda la política de reparación, instalar capacidades pro-
ductivas, establecer encadenamientos de mercado y relaciones de producción fue importante y, de 
hecho, nosotros tenemos peticiones de aproximadamente trescientas cincuenta y nueve proyectos 
de inversión de diferente tipo, pecuarios, eco turísticos, de ganadería, de leche etcétera.

Y este mapa nos ha permitido a nosotros precisamente establecer las asignaciones presupuestarias 
para que bajo la modalidad de lo que es la inversión en proyectos productivos y sobre la base de 
lo que son las erogaciones a familias o a comunidades en producción, esto pueda ser una realidad.
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Este es el tercer elemento que queremos resaltar en esta audiencia y hacer alusión nada más a 
algunos de los temas finales que nos parecen importantes. Efectivamente hay un hecho que es im-
portante, durante el pasado el Programa impulsó proyectos de reparación material, concretamente 
vivienda y algunas de las instituciones no cumplieron con la ejecución de este tipo de compromiso, 
tenemos, nosotros hicimos una auditoría puntual donde identificamos las casas mal construidas, 
adicionalmente lo que está pendiente de ejecutarse y superando este tipo de  problemática legal-
financiera que ocasiona el hecho que no se puede pagar dos veces por lo mismo verdad, salvo que 
uno cometa una falta o un delito y que pueda ser sancionado por la Contraloría y eso se les ha 
explicado a los líderes de las organizaciones de víctimas y ahora que se está liquidando un fondo 
que fue el fondo que no cumplió juntamente con unas organizaciones no gubernamentales que 
estuvieron inmersas dentro del proceso así como las empresas constructoras, definitivamente 
pues nosotros lo que estamos haciendo es agilizar los procesos para que se pueda ejecutar por la 
vía del Ministerio de Desarrollo Social la asignación de esos recursos y que se pueda terminar la 
obra que no se hizo.

De acuerdo a los nuevos presupuestos, nosotros sí tenemos política de vivienda, de reparación 
material en un rubro de 44 millones, tenemos ya asignadas 1,100 viviendas para este año y la 
modalidad de ejecución, pues el Programa no es ejecutor pero sí el Estado se compromete, su 
compromiso es ejecutar la política de vivienda como política de reparación a través de lo que es el 
Ministerio que tiene esa capacidad que es el Ministerio de Desarrollo Social y quisiera terminar 
diciendo que en cuanto a la prolongación del mandato o de la ley, pues nosotros hemos hecho una 
propuesta de reforma que la socializamos a todas las organizaciones de víctimas el año pasado en 
noviembre en el segundo encuentro, ya hemos recibido la reacción de las organizaciones de vícti-
mas, de las tres organizaciones fuertes que son la Red, que aquí está representada, el Movimiento 
Nacional de Víctimas y también por el Consejo Nacional de Víctimas ya recibimos sus propues-
tas, el proceso que convenimos en la mesa de petite con ellos es un proceso de debate en el cual 
lo esencial, lo esencial es que logremos la prolongación del mandato en aproximadamente diez a 
quince años más, el compromiso nuestro está enfocado en esa dirección y este es el mes en el cual 
tenemos que abrir el debate precisamente allá en el país con las organizaciones de víctimas, hay 
un proceso también con el proyecto de Justicia Transicional -PAJUST-, en el cual ellos también 
están dándole seguimiento y monitoreo a lo que estamos haciendo, muchas gracias.”

Como se puede apreciar, el discurso de los representantes del Estado de Guatemala en particular 
de las autoridades de la CNR, contrasta abruptamente con el planteamiento y análisis que hacen 
las víctimas sobre la situación de la política pública de reparación en el país, el cual se ejemplifica 
con el bajo presupuesto pero, peor aún con la bajísima ejecución realizada en el año 2014, en donde 
lo invertido para las víctimas apenas alcanzaron los 25 millones de quetzales”.  
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En esa misma audiencia, a continuación lo vertido por los funcionarios de la 
CIDH, en este caso Dinah Shelton, Comisionada Relatora de la CIDH

“Muchas gracias por esta tan importante audiencia. El tema de las reparaciones en la Justicia 
Transicional es sumamente importante. A lo largo de todo el Hemisferio y virtualmente en to-
das las circunstancias en las que hemos visto situaciones de conflicto armado interno, ha habido 
rápidos y ejemplares esfuerzos para elaborar programas de reparación, así están los ejemplos de 
Argentina, Chile, Colombia, Perú.

Más allá del Hemisferio, también hay muchos ejemplos, tanto en término de sustancia de qué 
se abordará, como en términos de procedimiento (de programas de reparación). 

Su programa ha estado en funcionamiento desde 2003. La ONU ha adoptado directrices 
sobre reparaciones que apuntan a ambas cuestiones: contenido de las medidas de reparación y 
modalidades recomendadas para los Estados miembro. 

La Asamblea General señaló que yo he abogado por ambas cuestiones; en la presentación de 
los peticionarios, ustedes se refirieron a reparaciones adoptadas genéricamente, pero también a 
indemnización completa.

Me pregunto a ¿qué se refieren con indemnización (o compensación) completa? La mayoría de 
las reparaciones que han sido adoptados, y ciertamente, las directrices de la ONU, reconocen que 
cuando se habla de decenas de miles de víctimas, es muy difícil tener la capacidad de indemnizar 
a todos los individuos con una indemnización completa, en el sentido de la integralidad, de un 
todo, de eliminar las consecuencias a las violaciones (a los derechos humanos). Me pregunto si tienen 
una política o una declaración de lo que ustedes consideran una reparación integral.  

En otro sentido, el Gobierno se refirió a poder costear la reparación que cada persona merece 
y me pregunto: ¿cómo se define este merecer? Y si existe un gran vacío en estos dos sentidos.

También tengo una pregunta en cuanto lo dicho por el primer ponente, concerniente a la evi-
dencia, y por esto fue que mencioné las directrices de la ONU. Tanto tiempo después de los hechos, 
es muy difícil, particularmente en cuanto a la violencia sexual, para que una víctima pueda obtener 
y presentar prueba tangible de lo ocurrido. Dado la estigmatización hacia las víctimas de violencia 
sexual, debería parecer que el hecho que alguien se anime a declararse abusada sexualmente, debería 
otorgar algo de credibilidad a la declaración, basados en que no es una cuestión fácil de declarar. 
La Comisión para Compensaciones de la ONU trabajó un procedimiento sencillo de acuerdo 
a una escala de qué es lo que se está demandando. Según esto, entre mayor era lo que se estaba 
demandando en reparaciones, mayor era el grado o la cantidad de prueba exigida; reconociendo 
que en situaciones pos conflicto, es sumamente difícil obtener evidencia tangible, me pregunto si 
ha habido algún tipo de discusión sobre la determinación de quienes son realmente las víctimas. 

Estoy muy complacida de observar que hay un acuerdo por extender la vida del PNR por 1517 
años más, pero me pregunto si lo que las víctimas han propuesto, que es que quede legislado, está 
siendo considerado en las actuales circunstancias.

Por último, se hizo referencia a compensaciones por medio de proyectos de desarrollo.  Cuando 
estuve en Guatemala, en marzo pasado, había una discusión en cuanto a la Ley de Desarrollo 
17 La ampliación de vigencia del PNR es de 10 años, termina en diciembre del 2023.
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Rural y me pregunto si está interrelacionado con la idea de desarrollo comunitario como una 
forma de reparación. Lo que quiero entender es ¿a qué se refieren cuando se habla de proyectos 
de desarrollo? porque si se da una mirada amplia a esto, el caso de las industrias extractivas (mi-
neras) son la causa de conflictividad social el día de hoy en muchos lugares y no creo que puedan 
ser considerados programas de reparación.

No creo que esto sea lo que las víctimas tienen en mente, por lo que quiero entender a qué 
se refieren con programas de desarrollo como una forma de reparación, así logramos tener un 
poco de claridad acá y que esto sea implementado en una forma realmente participativa.  Estuve 
muy complacida al escuchar que estaban realizando este tipo de medidas en cooperación con las 
víctimas, asociaciones y otros grupos.

Y solamente para enfatizar en la importancia de esto, además de estas 54 peticiones, tenemos 
muchas otras que han sido llenadas y están en proceso de llegar desde Guatemala sobre el tema 
de la reparación. No es que no queramos hacer ningún trabajo, pero nos gustaría mucho que estas 
(peticiones) encontraran solución en un nivel doméstico (local), en una forma que fuese satisfactoria 
para los peticionarios y el gobierno, y que además – y esto es lo que quiero enfatizar – previnieran 
más ciclos de violencia, porque las violaciones que no son reparadas logran una animosidad per-
sistente y pueden llevar a ciclos de violencia con el paso del tiempo, lo que es un tema realmente 
crítico. Gracias Guatemala

Felipe González, Comisionado de la CIDH

Dada la envergadura que tuvo el Conflicto Armado Interno en Guatemala que me tocó ver de 
cerca y que participé en numerosas misiones de derechos humanos en aquella época, me parece 
indispensable que dada la magnitud de violaciones de derechos humanos que ahí ocurrieron, se 
puede esto seguir confrontando y se extienda el plazo, tiene sentido la iniciativa al respecto es 
bienvenida, tal como planteaban y señalaba la Comisionada Shelton, sería importante contemplar 
la posibilidad de que esto tenga un rango legislativo de manera de fortalecerlo y de darle mayo-
res sustentabilidad en el tiempo y de nuevo ese trabajo que ha estado llevando a cabo el Estado 
guatemalteco y que esperamos continúe fortaleciéndose en materia de reparaciones va a significar 
también que esto se pueda resolver a nivel interno sin necesidad de recurrir permanentemente al 
sistema internacional.

Comisionado y Presidente de la CIDH José de Jesús Orozco

Gracias Comisionado. Sí, efectivamente están cumpliéndose diez años de la emisión del Acuer-
do que involucró el Programa Nacional de Reparaciones y de ahí pues, al concluir su vigencia 
la importancia, ya lo han destacado mis colegas de que el mismo pueda prolongarse y lo prevé 
así el Estado dándole el nivel normativo adecuado que pudiera ser el legislativo al que se aspira, 
pero también pues he, si bien se advierten algunos avances se evidencia que también puedan 
considerarse insuficientes y de ahí que también que agradecería a la Comisión Interamericana 
que se proporcionara también información más precisa en cuanto a los registros estadísticos o 
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por lo menos los números de personas que han, sido beneficiados por el Programa Nacional de 
Reparaciones y cuantos de las personas, cuántas de estas personas beneficiarias están involucradas 
en el marco del conflicto armado y cuántas víctimas de carácter civil.

Evidentemente también preocupa a la Comisión Interamericana, como lo señaló la Comisionada 
Shelton, atendiendo a la peticionaria, la víctimas en el sentido de las garantías de accesibilidad que 
en la práctica se tiene una víctima particularmente cuando son mujeres y fue víctimas de alguna 
violación sexual para obtener una reparación, dentro del Programa Nacional de Reparaciones y 
pues no nadie, establecer pruebas que son, no están al alcance de una persona, pues efectivamente 
hacer nulatorio el derecho a la reparación que se tiene.

Para concluir, consultaría a ambas partes, se ha mencionado el concepto de reparación inte-
gral y en este sentido tomamos nota de lo que se ha señalado de algunos programas de salud o 
de vivienda pero, sí les consultaría a los peticionarios pero también al Estado ¿cuáles serían esos 
componentes que estima debiera tener una reparación integral para las víctimas del conflicto más 
allá de una indemnización pecuniaria, porqué otros medios podría, qué otros medios podrían 
adoptarse para reparar integralmente a las víctimas.

Peticionarios

Cuando hablamos de reparación integral, nos referimos a las cinco grandes medidas de resarci-
miento o reparación, está la reparación material, la reparación cultural, la reparación sicosocial, la 
reparación económica y la reparación cultural, cada una de esta tiene sus mínimos componentes… 

En cuanto a la prórroga del Acuerdo Gubernativo que le da vigencia al Programa Nacional de 
Resarcimiento, es una preocupación de las víctimas que esta reforma contenga prácticas regresivas 
en materia de derechos humanos; donde se han eliminado términos como violaciones, graves a 
derechos humanos, delitos de lesa humanidad entre otros.

Es acertado lo indicado por la Comisionada Shelton, en el tema de los proyectos de desarrollo 
debe entenderse que no son medidas de reparación como tal, es decir no se debe de confundir y 
se debe tener muy claro que una cosa es la reparación por las violaciones cometidas por el Con-
flicto Armado Interno y otra muy distinto las políticas de desarrollo económico que pretenda 
mantener el Estado, entonces en ese sentido es importante el acompañamiento de la Comisión 
Interamericana.

En respuesta Jorge Herrera Castillo, Presidente de la Comisión Nacional de 
Resarcimiento -CNR-

…La Política Pública de Reparación establece dentro de uno de sus puntos la inversión pro-
ductiva y el desarrollo de este capítulo en particular establece toda una modalidad de inversión 
como materia de reparación  aquellas comunidades que perdieron sus medios y sus relaciones de 
producción y toda la tendencia de esta política es precisamente reparar esas condiciones.
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En las condiciones actuales no es regresar a las condiciones de economías de subsistencia sino 
todo lo contrario pues, generar todo un proceso de reparación que recobre los medios y las relaciones 
de producción dentro de lo que es todo un enfoque integral, en este caso, encadenamientos pro-
ductivos, por eso es que las alianzas estratégicas son fundamentales cuando hablamos por ejemplo 
del acompañamiento que el Programa tiene que darle a la comercialización, establecimiento de 
alianzas locales etcétera que están establecidos dentro de la Política.

Nosotros como Estado hemos hecho una propuesta muy puntual sobre lo que es la Secretaría 
de Derechos Humanos y Paz y dentro de la Secretaría de Derechos Humanos y Paz como ley 
de la República como una institución de Estado, pues ahí establecer las políticas de reparación 
con un carácter más permanente o sea prolongado, tanto para los espacios a las violaciones a los 
Derechos Humanos que se cometieron durante el enfrentamiento armado como aquellas nuevas 
situaciones que se puedan dar, fuera del enfrentamiento armado interno, esa es la propuesta.

El Congreso dictaminó favorablemente la propuesta de iniciativa de ley al respecto de la ley 
de resarcimiento o de la iniciativa de ley, sin embargo lleva ocho o nueve años sin que se logre 
consumar como ley nacional, en ese sentido nosotros, el esfuerzo que estamos haciendo es en 
función de esa secretaría.

Otro elemento es que no hay una brecha entre lo que es la reparación individual y la repara-
ción colectiva, no puede haber brecha, hay casos muy especiales y muy específicos en personas 
individuales, por ejemplo, nosotros estamos estableciendo la Política de Pensiones por ejemplo 
para los adultos mayores víctimas directas del enfrentamiento armado, becas de estudio para hijos 
de sobrevivientes o de víctimas o nietos de víctimas, como parte de una política de reparación 
transgeneracional, por qué razón decimos esto, porque muchos de los niños y de los jóvenes de 
hoy, no estudiaron, esa es una política que nosotros la vamos a implementar a partir del segundo 
cuatrimestre en el país.

La parte colectiva es fundamental porque es también, la ley nos mandata a reparaciones in-
dividuales y reparaciones colectivas, sobre todo en el tema de inversión productiva por ejemplo, 
ayuda a fortalecer el tejido social y el tejido de la comunidad. 

En el pasado muchas de las políticas de reparación lo que hicieron fue polarizar aun más esa 
parte de la comunidad y nosotros lo que no queremos es efectivamente generar una polarización 
innecesaria cuando en una comunidad hay víctimas, hay sobrevivientes y hay personas que no 
participaron que no fueron sujetos de violación sus derechos humanos; necesitamos que ese tejido 
social prevalezca y aquellos que por razones del enfrentamiento armado no tenían ni vivienda ni 
tierra y que necesitan y tienen tierra, nosotros los concebimos como sujetos priorizados dentro 
de las Políticas Públicas del Estado. En ese sentido nosotros hemos establecido convenios por 
ejemplo con el Fondo Nacional de Tierras y en el informe que ustedes van a tener van a darse 
cuenta de todos los elementos de convenio que hemos hecho para lograr garantizar por un lado 
este tipo de iniciativas y por el otro también los temas de documentación verdad, que ha sido un 
tema pendiente en algunas de las comunidades o en muchas de las comunidades y en la actualidad 
estamos haciendo lo que se llaman los abordajes hacia comunidades específicas.

Tenemos un convenio con el Registro Nacional de Personas en el cual por ejemplo ya se hi-
cieron abordajes en Nebaj, perdón en Sololá en cómo se llama, en Cantel Quetzaltenango y se 
documentó a una comunidad que se llama Tierra y Libertad provenientes de Bolivia, estos son 
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los esfuerzos que estamos haciendo y las sedes del RENAP y las sedes del Programa Nacional de 
Resarcimiento están trabajando en conjunto para lograr la documentación que es uno de los temas 
pendientes, por todas las razones del enfrentamiento armado se quemaron registros y también por 
la pertinencia cultural en algunas áreas del norte de Huehuetenango sobre todo donde todavía 
los peritajes culturales no los han podido aplicar.

Jesús Orozco, Presidente de la CIDH

Es claro que también tomamos nota de los petitorios formulados por las organizaciones soli-
citantes que serán sometidos a la consideración del pleno y la Comisión Interamericana le dará 
seguimiento a las Políticas Públicas de Reparaciones a las víctimas del Conflicto Armado en 
Guatemala y estará atenta a recibir la información complementaria que se sirvan proporcionar 
y aspirando a que pronto podamos encontrar un cumplimiento pleno a las víctimas y particu-
larmente de lo que se refiero a su reparación a las víctimas del conflicto armado en Guatemala, 
muchas gracias.”

Un año después: Nuevamente en la CIDH

Extractos de la transcripción literal de audiencia temática realizada  en la CIDH, 
25 de marzo de 2014. Denominada: “Programa Nacional de Resarcimiento, 10 

años  después”18

Peticionarios

“Ahora estamos nuevamente por la irresponsabilidad del Estado de Guatemala; porque en el 
Programa Nacional de Resarcimiento, están establecidas las cinco medidas de resarcimiento, la 
cual no han sido atendidas las víctimas.

En los casos de dignificación de las víctimas, por ejemplo las inhumaciones y cierre de duelo 
siguen sin cumplirse, ejemplo los casos de Covadonga y Estrella Polar (Chajul El Quiché), y otros 
más a nivel nacional; la falta de atención y la falta de voluntad política del Estado de Guatemala.

También se habla de reparación material, de vivienda digna, productividad la reparación cul-
tural la violencia sexual entre las mujeres, pero no hay atención a las mujeres, más bien lo que 
reciben son expediente pero lo que han dicho es que vamos a atender, vamos a crear equipos de 
atención para que sean atendidas; se va a calificar si es víctima o no es víctima de violencia sexual, 
lo que han dicho en las oficinas regionales del Programa Nacional de Resarcimiento. Y entonces, 
bueno, por qué no han sido cumplidos estos planes: porque no hay voluntad política del Estado 
de Guatemala.

18 Ver en enlace: http://www.youtube.com/watch?v=U1Nxl9Z0_B8
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El año pasado, cuando salí de aquí el presidente Jorge Herrera de la CNR me dijo; vamos a 
platicar en Guatemala ¿por qué venís  aquí?, pero ahí están nuevamente, le dije en ese momento 
ojala que no vamos a volver, ojala que haces en la práctica, le digo yo, porque él tiene en la mano 
la voluntad, el tiene la posibilidad de hacer los planes, pero cuando hemos llegado a la oficina del 
PNR nos han dicho que vamos a atender, si ustedes si son víctimas. 

Por ejemplo el caso de Jacinto sobreviviente de la masacre de Cocop donde murieron cinco de 
sus familiares, él es víctima de reclutamiento forzado, ha solicitado su resarcimiento, pero le han 
dicho que es ex PAC y no hay atención para él;  por esa razón solicitamos a la Comisión para 
que nos dé seguimiento al caso. 

Yo soy presidente del Comité de víctimas de la Aldea Cocop, Nebaj, El Quiché. La comunidad 
de Cocop, es una de las comunidades que el Programa Nacional de Resarcimiento lo ha designado 
como planes piloto. Que iba a ser el modelo, ejemplo de los demás comunidades en el Programa 
Nacional de Resarcimiento. 

Pero lamentablemente solo se dio inicio algunas viviendas (5) y lo dejaron estancado, solo una 
fase nada más hicieron, entonces… no se cumplió. Todo lo que se habló con la comunidad, todos 
los acuerdos que se hizo con la comunidad pues nunca se llega a cumplir.

Nosotros como comunidad llevamos varios años de estar luchando, tengo como 12 años de estar 
luchando, para una reparación, digna a las víctimas, pero hasta la fecha, pues no hay una atención, 
porque la comunidad de Cocop pues es una comunidad que sufrió la masacre, en el año 1981. 

Ya tenemos documentado todos los expedientes, todas las víctimas, pero hasta la fecha pues 
no hay una atención a las víctimas. Muchas víctimas se están muriendo ancianos y ancianas que 
hace años que están esperando, una... una reparación, un resarcimiento.

Las víctimas pues se sienten mucho molestas, muy cansado de tantas luchas, de tantas deman-
das. Entonces no hay una respuesta de parte del Programa Nacional de Resarcimiento, entonces 
esperamos que la comisión, que tome en cuenta nuestras peticiones porque… el año pasado, pues 
se armó nuevamente expediente, los expedientes que se hicieron  anteriormente… nos dijeron 
que ya no servía para nada … el programa nos obligó también a armar nuevamente expedientes 
y el año pasado en el mes de agosto se entregó todos los expedientes y hasta la fecha, pues no hay 
una respuesta, por eso estamos aquí, necesitamos que le den seguimiento al caso.

Estamos nuevamente acá solicitando la intervención de la Comisión,… nos preocupa que 
realmente no se logre una atención real para las víctimas. Sobre todo para las mujeres que siguen 
siendo invisibilizadas, se siguen violentando sus derechos de ser atendidas. 

… cuando las familias sobrevivientes, cuando las mujeres llegan a las oficinas regionales, se 
les  dice que todavía no hay una respuesta desde la central. Nos preocupa esta situación porque 
entonces cuándo va a ver una respuesta?... Lo que nosotras queremos es la intervención de la 
Comisión (CIDH).

Después de 10 años de vigencia del PNR  al hacer esta evaluación, nos damos cuenta que todavía 
hay mucho trabajo por hacer, hay muchas deudas pendientes, hay muchas deudas históricas, el 
avance ha sido mínimo, ha sido muy poco. Incluso podemos decir que todavía hay comunidades 
donde el PNR nunca ha llegado, todavía ni siquiera a visitarlas, hay víctimas que dicen: “no, aquí 
a mi comunidad nunca han venido a visitarnos.” 
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José María Argueta, Embajador de Guatemala en Estados Unidos

El Estado de Guatemala, con ocasión del 150 periodo de sesiones ordinarias de la CIDH, pre-
senta el informe sobre la Audiencia Temática: Programa Nacional de Resarcimiento en Guatemala. 
Asiste esta delegación con el deseo de que… de señalar que a partir de la presente administración 
se establece una política de reparaciones, construida para dignificar a las víctimas, a sus familias, 
y a todas y todos los guatemaltecos afectados en sus derechos humanos por el enfrentamiento 
armado interno. Y con el deseo de que a partir de esta exposición se tenga mayor comprensión 
de la visión y objetividad de los esfuerzos que se realizan para unificar a los guatemaltecos con 
el propósito de que los objetivos estratégicos  de paz y reconciliación nacional se fortalezcan y se 
cumplan en toda su magnitud. 

El presidente de la República de Guatemala, Otto Fernando Pérez Molina, ha impulsado la 
gestión por resultados como fundamento de la Política de Reparaciones del Estado y prioriza en 
el conjunto de Políticas Públicas los objetivos estratégicos propuestos en materia de resarcimiento, 
como parte fundamental del engranaje de la gestión estatal. La obtención de resultados de desa-
rrollo, bienestar y progreso para las víctimas y comunidades es una prioridad. 

El presidente Pérez establece la visión  y misión de resarcimiento al expresar que: este es el 
momento idóneo para abandonar la confrontación y de unirnos en un proceso de reconciliación 
nacional que nos permita seguir construyendo nuestra nación. Agregando que: parte de ello es la 
dignificación que merece cada una de las víctimas que causo el enfrentamiento armado interno. 

El presidente, al afirmar el compromiso del gobierno de recuperar las transformaciones fun-
damentales definidas en los Acuerdos de Paz y orientar el trabajo de gobierno para emprender 
acciones que eliminen por completo las desigualdades que existen entre los guatemaltecos, enfoca 
sustancialmente el contenido, el propósito de las Políticas Públicas y en especial las acciones de 
resarcimiento. Al aprobar la prolongación del mandato del programa e impulsar reformas a su 
normativa fortalece la capacidad del Estado de concretar acciones enfocadas al bienestar de los 
guatemaltecos y a aplicar de forma integral, eficaz, con inclusión y equidad las medidas de repara-
ción que garanticen la gobernabilidad y la reconciliación nacional. Cedo la palabra al Licenciado 
Jorge Humberto Herrera Castillo, para que presente el informe. 

Jorge Humberto Herrera Castillo, Presidente CNR

El año pasado estuvimos presentes en esta audiencia y expusimos en su momento cual era la 
visión, el relanzamiento de la política de reparaciones del Estado sobre la base de poder identificar 
tres objetivos que son fundamentales para que efectivamente las políticas de reparaciones puedan 
ser no solo de larga vida, políticas intertemporales que puedan abrazar partidos político, gobierno, 
etc., y que  se lleve a feliz término lo que es la reconciliación y una paz firme y duradera. 

El año pasado explicamos un primer objetivo, el fortalecimiento de la institucionalidad en 
materia de reparaciones que implica muchos de los aspectos que en todo el curso del programa 
han venido siendo limitaciones. Y que implica tener un recurso humano suficiente, un despliegue 
territorial adecuado para lo que es la materia de reparaciones en comunidades muy lejanas, también 
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el fortalecimiento financiero del programa y todo lo que conlleva la parte de la funcionalidad del 
programa. 

El segundo objetivo estratégico es la construcción de procesos de ciudadanía en las comu-
nidades mediante el impulso de medidas de dignificación y también medidas de reparaciones o 
indemnizaciones económicas, y precisamente por eso es que en esta oportunidad traemos un con-
junto de informes que pueden servir a los comisionados de todo lo que ha venido siendo el actuar. 

El tercer objetivo que nosotros trazamos el año pasado fue la necesidad de promover el desa-
rrollo, el bienestar y el progreso a las comunidades que fueron afectadas en sus medios y relaciones 
de producción mediante el impulso de condiciones de capacidad productiva en las comunidades 
y también mediante la aplicación de la medida de reparación material que  involucra lo que es la 
inversión productiva.

Estos tres objetivos fundamentales están enlazados con las políticas del Estado o de gobierno 
en este caso, particularmente con los tres pactos fundamentales: el pacto Hambre Cero, el pacto 
Paz, seguridad y justicia y el pacto modernización fiscal y competitividad. Atraviesa toda la política 
y los objetivos cuatro aspectos que son esenciales: 1. La pertinencia cultural, 2. Lo que es el empo-
deramiento y la equidad de género, 3. Lo que constituye las alianzas estratégicas para articular todo lo 
que significan esfuerzos tanto intercomunitarios, tanto del programa con las comunidades, del programa 
con actores que tienen presencia en esas comunidades  y 4. La rendición de cuentas y la transparencia. 

En estos aspectos ustedes van a encontrar en la carpeta que les vamos a dejar a la comisión 
todo lo que significan los informes financieros que hemos ejecutado lo que ha sido el peso del 
relanzamiento de la política sobre todo lo que han sido las experiencias en materia de repara-
ciones en los últimos años. Efectivamente durante toda la historia del programa se ha invertido 
un aproximado de 720 millones de quetzales, hasta la fecha. Y el peso de esa inversión ha sido 
indemnizaciones económicas. Hasta el año pasado que se inició todo el ciclo de inversión para 
generar las condiciones de productividad en las comunidades, como una medida de reparación 
que además involucra la integralidad de las demás medidas. 

¿Cuál ha sido la base fundamental de la aplicación de las medidas? Por un lado, identificar a 
los actores en estas dimensiones, a los beneficiarios o diríamos a los protagonistas importantes, 
aquellas comunidades que tuvieron, o fueron afectadas por gravísimas violaciones a  sus Derechos 
Humanos , los que tienen condiciones de vulnerabilidad económica y social, y actores vulnerables; 
y entonces en el mapa de la política pública  y nosotros les vamos a dejar aquí a los comisionados 
lo que es el Plan Estratégico Institucional para que haya mejor comprensión del esfuerzo de repa-
raciones. Nosotros establecimos precisamente ese tipo de acción y ese tipo de abordaje en donde 
concurren por un lado las medidas de dignificación, por el otro lado concurren las medidas de 
rehabilitación y reparación psicosocial y déjenme decirles, también está en el informe, que para 
poder garantizar un abordaje psicosocial permanente, el programa por un lado hizo un esfuerzo 
de alianza incluso con compañeros y organizaciones de la misma… de los mismos compañeros 
de la red, en donde contratamos para el abordaje psicosocial algunos promotores en salud mental. 

Ahorita estamos teniendo una alianza con los actores de la red de mujeres en salud mental, 
precisamente que han estado trabajando con la red de organizaciones de víctimas. ¿Por qué hacemos 
esto? Porque hay la necesidad de trabajar con pertinencia cultural todo lo que es el esfuerzo de 
abordaje psicosocial. Adicionalmente el año pasado se graduaron 75 promotores en salud mental 



58

en Huehuetenango, y este año, a principios de año, se graduaron 27 promotores en salud mental de 
las Verapaces. Esto es con el propósito de poder tener un esfuerzo  de recurso  y de potencialidad, 
en donde el programa pues articula los recursos necesarios para poder hacer ese tipo de abordaje 
y hacerlo de manera permanente.

El esfuerzo del programa en materia de calificación de víctimas tiene su elemento fundante en 
el Acuerdo Global de Derechos Humanos. El Acuerdo Global de Derechos Humanos, inclusive 
que le dio creación al Acuerdo Gubernativo del Programa, establece claramente que se van a 
reparar, o es un derecho de las victimas en este caso que van a reparar, a víctimas de  violaciones 
a los Derechos Humanos durante el enfrentamiento armado interno. No establece ni siquiera el 
primer acuerdo gubernativo, no establece ninguna  diferenciación, y eso ha sido uno de los pro-
blemas que posteriormente se tuvieron por ejemplo para atender a algunos de los compañeros de 
COCOP, que es lo que traen acá. Acá ustedes van a conocer en el expediente todo lo que ha venido 
siendo la ruta de atención para la comunidad de COCOP. La solicitud que hacen los comunitarios 
respecto de que se eliminen todos los filtros  que por razones de decisiones en administraciones 
anteriores se decidió que no se considerasen aquellos que habían sido víctimas de reclutamiento 
forzado, este año con la reforma al acuerdo gubernativo, es mucho más extensivo y obviamente 
aquellas personas que fueron violadas en sus derechos humanos a través de reclutamientos forzosos 
por ejemplo, van a ser incorporados a las políticas de reparaciones por el programa. Eso es lo que 
desactiva o quita uno de los obstáculos que históricamente se habían tenido para poder atender 
en comunidades a personas que fueron efectivamente forzadas. 

Otro de los elementos que incorpora el Acuerdo Global de Derechos Humanos es precisamente, 
y que se retoma dentro de la línea de la ley, es el hecho de que las víctimas afectadas por gravísimas 
violaciones puedan ser consideradas dentro de las políticas inmediatas de abordaje. El año pasado 
se trabajó muy de manera directa con los… las regiones de una u otra manera donde hubo masacres 
muy fuertes, en este sentido, donde la violencia fue devastadora; el año pasado se logro impulsar 
proyectos de inversión productiva, en el área de Ixcán, que es también el área de Quiché. En el 
mapa del enfrentamiento armado, ese fue uno de los teatros de operaciones muy fuertes y allí es 
donde nosotros empujamos un abordaje importante, de todo el esfuerzo del programa para poder 
garantizar no solo que las comunidades tuviesen la oportunidad que nunca se les había dado de 
resarcimiento y sí, incorporarlos a la dinámica de la actividad productiva. Entonces, este es uno de 
los elementos fundamentales que nosotros impulsamos, ¿por qué? Porque el objetivo de construir 
derechos, construir ciudadanía, de dignificar al pueblo de Guatemala, no es solamente como se 
venía haciendo, sino que hay que repensar el proceso y en ese sentido, todo el abordaje, todo la 
planificación que se ha hecho incluso la hemos hecho con los movimientos y las organizaciones 
de víctimas ha sido justamente explicando los presupuestos, explicando las capacidades objetivas 
que tenemos y sobre todo, la orientación y la calidad de los recursos. Eso lo hemos tenido en la 
mesa con los peticionarios, de uno u otro grupo u organización o asociación o comité. 

Quisiera exponer algunos de los temas planteados en esta audiencia y que tuvimos la opor-
tunidad de conocer. Por un lado cada uno de los casos que están presentados por los honorables 
peticionarios están contenidos en el informe que nosotros les vamos a dejar acá a la comisión, caso 
por caso; está el caso de Estrella Polar, las circunstancias objetivas de lo que aconteció en Estrella 
Polar, el Estado tiene la voluntad de darle continuidad a esos procesos de inhumaciones que son 
importantes, esa es una de las prioridades que nosotros tenemos este año. Adicionalmente noso-
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tros también, todo lo que han venido siendo las solicitudes de petición que los peticionarios han 
planteado por la vía de lo que ellos denominan Memoriales de Agravio y que el Estado recoge 
como solicitudes que son un derecho constitucional de petición, de las 55 comunidades que han 
hecho esas solicitudes, 55 comunidades están documentadas acá, han sido atendidas históricamente 
por el programa, con alguna u otra medida de reparación. 

Con respecto a los proyectos pilotos, que también hacen alusión; estos proyectos pilotos están, 
se redefinieron en una mesa técnica que impulsamos con los honorables peticionarios con el pro-
pósito de poder rearticular lo que de una u otra manera se había planificado muchos años atrás y 
que técnicamente y desde la perspectiva de la viabilidad, no eran pertinentes por varias razones: 
habían en algunos casos planteamientos de productividad o de algunos proyectos de inversión 
productiva y nosotros tenemos estudios de suelo, los hicimos juntamente con ellos, por lo menos 
tenemos el proceso de hacerlo, en algunos casos, y los estudios de suelo dijeron que no eran viables 
este tipo de proyectos productivos, no vamos a hacer lo que se dice en cierta forma, hacer algo 
que no les va a servir a las comunidades. Definitivamente tenemos que tener claridad y certeza 
de que las acciones de reparación, tienen un sentido de reparación. También… y bueno hay una 
mesa en la cual  los planes pilotos y aquí está todo el cronograma y  lo que se ha trabajado hasta 
donde llegamos, y con estos proyectos pilotos definitivamente nosotros ahí seguimos trabajando 
con los compañeros. 

Otro elemento que se menciona también de parte de los peticionarios es que de una u otra 
manera el programa ha incidido en alguna conflictividad intercomunitaria, en algún caso en 
particular. Nosotros como  programa no activamos ni nos metemos por así decirlo, en ninguna 
de los disensos que pudieran surgir en las comunidades. Hay un caso que lo presentan que es 
un… Nueva Guatemala, Tecún Umán, en Petén; en el cual la comunidad soberanamente tomó 
una decisión, ustedes van a encontrar en esta carpeta todo lo que es el record de este proceso, y el 
proyecto continúa, sigue activo y los peticionarios que tienen el disenso tienen derecho de hacer 
sus solicitudes por aparte y el programa tiene la obligación de atenderlos verdad.

Cuanto tocamos el tema del… del Acuerdo Gubernativo, nosotros si quisiéramos dejar fir-
memente asentado algunos de los principios del Acuerdo Gubernativo. Un primer aspecto es 
que retoma el espíritu del Acuerdo Global de Derechos Humanos y se vuelve en cierta forma 
un Acuerdo Gubernativo y una política más incluyente, segundo, todo lo que es la participación 
social comunitaria, o de los comités o de las asociaciones, se amplía y se hace mucho más efectiva. 
Nosotros hemos tenido experiencias de dos encuentros de Política Pública de Reparaciones con las 
organizaciones mayoritarias y de representación nacional, en las cuales la propuesta nuestra ha sido 
siempre presentarles el Plan Estratégico Institucional, el plan de tipo financiero que tenemos y los 
ajustes que ellos puedan o no puedan hacer o que hacen mejor dicho, nosotros los consideramos. 

Durante el año pasado, antepasado se hicieron estos dos encuentros, luego surgió una mesa, 
que se llama una mesa de petit comité y finalmente tenemos relaciones bilaterales con cada una 
de las organizaciones fuertes para poder seguir activando las mesas de trabajo que tenemos con 
ellos. La ley incorpora, juntamente el consejo consultivo en donde la Comisión Nacional de 
Resarcimiento, tiene la potestad, tiene que hacerlo cuatro convocatorias al año para poder tener 
con ellos simple y sencillamente la información necesaria; ellos pueden auditar y pueden hacer 
propuestas para que la Política pueda llevar las rutas que lleva. 
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El tema financiero es un tema serio, es un tema de Estado, es un tema de país; sabemos las 
dificultades de los presupuestos y definitivamente lo que nosotros hacemos es que optimizamos 
los recursos, reorientamos la calidad y el impacto del gasto a efecto de garantizar que los procesos 
puedan llevarse adelante. Quisiera leerles las conclusiones si me dan un minutito: 

l 	El Estado de Guatemala deja clara su posición respecto a que la política de resarcimiento es un 
compromiso necesario e ineludible para garantizar una paz firme y duradera, así como la recon-
ciliación nacional. Afirma la voluntad política de fortalecer la institucionalidad del Programa 
Nacional de Resarcimiento, impulsar las medidas de reparación de conformidad con las posi-
bilidades financieras del Estado, para garantizar los objetivos de dignificación, verdad histórica, 
construcción de ciudadanía y productividad, en las víctimas tanto individuales como colectivas 
afectadas por el Enfrentamiento Armado Interno y con ello hacer factible el desarrollo, el bienestar 
y que obviamente el pasado de confrontación no vuelva a repetirse nunca más. 

l 	El Estado de Guatemala comparece ante esta Audiencia Temática, consciente que las prioridades 
del resarcimiento siguen siendo de su impacto y calidad para aquellos grupos de población más 
afectados por su condición de vulnerabilidad socioeconómica, como lo dice el Acuerdo Global 
de Derechos Humanos; por las gravísimas o graves violaciones sufridas y por estar comprendidos 
entre los sectores vulnerables. 

l 	El Estado de Guatemala consecuente con la voluntad de diálogo y concertación impulsada con las 
dirigencias comunitarias, así como con los diversos representantes de víctimas, también deja profunda-
mente asentado en esta Audiencia que mantendrá su disposición  a darle sostenibilidad y sobre todo a 
hacerlo efectivo en materia de reparaciones. Los hechos lo están demostrando y demanda también de 
las organizaciones que acompañan objetividad, transparencia y sobre todo sobreponer los intereses de 
las víctimas  y sus comunidades a los propios intereses. Exhorta a estas entidades a buscar la unidad de 
esfuerzos y no la dispersión a identificar juntos las prioridades de atención y a superar las diferencias 
con otros para el beneficio de las poblaciones más necesitadas en materia de reparación.

l 	La prolongación del Acuerdo Gubernativo por diez años más nos debe de dar a todos y a todas, los 
guatemaltecos la capacidad de poder cumplir y hacer que la reparación sea un Estado real. Muchas 
gracias señores comisionados, honorables peticionarios, es la voluntad  expresada en esta audiencia.

Comisionado relator, de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos  
–CIDH–, comenta y pregunta a los presentes

Muchas gracias señora presidenta, gracias a los peticionarios y también a los representantes 
del ilustres Estado guatemalteco. Felicitamos el hecho a haber sido extendido el Programa del 
Acuerdo Gubernativo, entendemos como un paso positivo, en el sentido de mantener el programa. 
Ahí yo tenía unas dudas específicas: 

La primera: ¿no sé si ha previsto algún mecanismo de fiscalización o rendición de cuentas por 
parte de alguna entidad independiente con participación evidente de organizaciones de víctimas 
tras este periodo de 10 años, considera… terminando una fase no?  Sería interesante si no hay 
alguna previsión de un proceso de fiscalización y rendición de cuentas.
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Segunda pregunta, más concreta, específica: En el Acuerdo Gubernativo 539-2013, entende-
mos que se habrán eliminado ciertas categorías como masacres, violencia sexual, delitos de lesa 
humanidad. ¿Quisiéramos saber cuál es el alcance práctico o cual puede ser el alcance práctico de 
tal eliminación y esa pregunta dirigiría a las dos partes presentes. 

José de Jesús Orozco, Comisionado de la CIDH

Gracias comisionada presidenta. En la misma línea del comisionado relator, además de agradecer 
a los peticionarios y a la representación del ilustre Estado de Guatemala, sus presentaciones que 
también vemos con agrado esta extensión del Acuerdo Gubernativo, pero simultáneamente tam-
bién recordar, ya se hacía mención por el representante del Estado de que hace un año estuvimos 
en una audiencia para ver este aspecto, se logró que se haya traducido en la extensión del Acuerdo 
Gubernativo pero que también es sumamente importante, el grado de cumplimiento. Obviamente 
vamos a darle lectura y apreciamos que nos compartan la información a la Comisión Interameri-
cana, pero que evidentemente también dejo... respetuosamente expreso… la inquietud que genera 
por lo que señalan la y los peticionarios en el sentido de que, el grado de incumplimiento lo que 
ellos alegan que existe en cuanto al Programa Nacional de Resarcimiento, que sin duda este pues 
es una estrategia, se ha señalado fundamental para lograr una paz duradera, es condición indis-
pensable y la reconciliación nacional pero es… evidentemente es fundamental lograr los hechos, 
ese objetivo de esa dignificación a las víctimas y que en este sentido pues preocupa que algunas 
ya están cansadas se dice, incluso ha habido personas que han fallecido y que son víctimas de 
violaciones graves a los Derechos Humanos con motivo del Conflicto Armado, entonces, es esa 
inquietud que transmito con el mayor respeto pero con toda firmeza de la importancia de que se 
pudiera atender como es el objetivo que ya se tiene en el programa del Estado para cumplir con 
sus compromisos y la deuda que tiene con su pueblo. 

Y yo preguntaría a ambas partes, ¿cuál es el tiempo promedio en que alguien solicita ser parte… 
o atendido por el Programa Nacional de Resarcimiento y acceder a una reparación? 

Otro aspecto que tendría deseos de conocer ahora o con posterioridad, ¿Cuántas personas, 
cuantas solicitantes de reparación ante el Programa, se han planteado, cuántas solicitantes hay 
identificadas y también cuantas personas han logrado obtener alguna reparación? Seguramente 
puede ser información que nos están brindando, pero también es importante para la comisión. 

Y finalmente tanto la Comisión como la Corte Interamericana han establecido lineamientos 
de lo que debe ser una reparación integral y si se estaría cumpliendo, ¿de qué forma estaría el 
Programa Nacional de Resarcimiento contemplando estos estándares interamericanos?

Tracy Robinson, Comisionada presidenta  de la CIDH

Quisiera añadir algunas cuestiones en la misma línea. Usted ha mencionado que el presidente 
ha mejorado los resultados de esta política de reparaciones y yo me pregunto cuáles son los me-
canismos que hay en el programa para evaluar estos resultados y cuáles son los parámetros clave 
para determinar lo que usted está cumpliendo, sus objetivos y el éxito. 
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También he notado la preocupación de los peticionarios sobre las presentaciones, sentí a lo 
largo de la exposición, me parece que en nueve meses no han tenido respuesta, y me pregunto 
si el Estado puede proporcionar información sobre ese problema específico planteado por los 
peticionarios.

Peticionarios, ustedes mencionaron que es importante obtener reparación cultural y quisiera tener 
una mejor sentido de lo que ustedes entienden por reparación cultural. He notado que sin una fuerte 
medida de preocupación, la denuncia planteada por los peticionarios de que las mujeres no están re-
cibiendo medidas de reparación, y yo sabía que la política de reparaciones de Estado debería generar 
equidad de género. La Comisión ha promovido con fuerza este tipo de reparaciones, las cuales deberían 
tener una perspectiva de género, y estaremos interesados en aprender por completo en su acuerdo la 
integración de la perspectiva de género en los nuevos resultados del programa.

Quiero la apreciación, la respuesta pero quisiera dar a todos los peticionarios la oportunidad 
de responder, así como al Estado.

Peticionario: Licenciado Edgar Pérez. (Asesor y acompañante de las víctimas)

Muchas gracias señora presidenta, concretamente voy a exponer sobre las primeras preguntas 
en relación al proyecto, dicho al Acuerdo Gubernativo, que ha reformado el Programa Nacional 
de Resarcimiento, en cuanto a que se eliminó ciertas categorías de la calificación que se consideran 
violaciones a Derechos Humanos y ahí tal vez recordar el preámbulo de la Comisión Americana 
sobre Derechos Humanos, los Derechos Humanos no  son pertinentes de una nación como tal, 
sino es parte por lo mismo de proteger a la persona humana de la protección internacional y 
desde ese particular punto de vista el hecho de que en el nuevo Acuerdo Gubernativo 539-2013 
se haya eliminado la figura de las masacres cuando una comisión de la verdad de Naciones Uni-
das establece que se cometieron más de 623 masacres durante el Conflicto Armado Interno, ya 
conlleva una intención de mutilar el acceso de las víctimas a su dignificación por el solo hecho de 
ser víctimas y ser seres humanos. 

Pero más que eso se mutila, en la concepción de lo que son Derechos Humanos por que se deja 
de reconocer la costumbre internacional, las obligaciones internacionales del Estado en materia de 
Derechos Humanos; y aquellas figuras que no estén técnicamente calificadas dentro del Acuer-
do, deberían de haber sido ampliadas y no restringidas, porque si no estamos en un proceso  de 
retroceso en materia de Derechos Humanos, cuando los Derechos Humanos no deberían de ser 
en esa línea. Ese es el planteamiento que las víctimas tienen en cuanto a la reforma y ampliación 
del Acuerdo Gubernativo que le da vida y seguimiento al Programa Nacional de Resarcimiento. 
En cuanto a los otros temas voy a dejar en la palabra al colega José González. 

Peticionario: Licenciado José González, (Asesor y acompañante de las víctimas)

Sin duda alguna, este no es un tema nuevo para la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, esta es la quinta audiencia temática que tenemos al respecto además de 55 denuncias 
presentadas al sistema que ilustran el intento y fracaso de la reparación digna de la víctimas del 
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Conflicto Armado Interno; por lo tanto es evidente que si bien podemos celebrar la extensión 
de vida del programa, no podemos  permitir, la Comisión Interamericana no puede permitir que 
se continúe bajo las mismas condiciones: la falta de fiscalización, la asignación presupuestaria, la 
falta de acceso a las mujeres, la discriminación entre víctimas han sido de los ejes trasversales de 
las audiencias temáticas en los últimos tiempos en relacionados con este tema. 

El eje transversal de la reparación en la dignificación del ser humano ha sido el elemento 
faltante en el Programa Nacional de Resarcimiento, mientras que no se considere la dignidad de 
la humanidad de las víctimas como primero en cuanto a su pertinencia cultural, en cuanto a la 
necesidad social real y en cuanto a lo realmente acontecido durante los cuantos años del Conflicto 
Armado Interno, difícilmente lograremos llegar a un consenso y a la objetividad, a esa evaluación 
positiva, al que quisiéramos alcanzar tanto el programa como las víctimas.

Esto no debe verse como una cuestión confrontativa, sino que debe entenderse que es una 
colaboración, debe entenderse que es un llamado de aquellos que son finalmente los usuarios y a 
quienes se debe el Programa Nacional de Resarcimiento, que son las víctimas que tiene una historia, 
que tienen un pasado y que tiene una herida que hoy por hoy se sigue mancillando. El tema de 
llegar a las mesas de diálogo, e incluso encontrarnos en este foro y que se demande objetividad de 
nosotros cuando se está planteando las debilidades del sistema pone en tela de duda el clamado 
honesto o  el clamor honesto que están haciendo  las víctimas en esta materia. 

Jorge Humberto Herrera, Presidente de la Comisión Nacional de Resarcimiento 
-CNR-

Bueno, primero voy a responder a la pregunta al mecanismo de fiscalización: El Programa Na-
cional de Resarcimiento tiene un convenio con Acción Ciudadana, incluso últimamente Acción 
Ciudadana estuvo sacando unos campos pagados donde requería de los grupos que fuesen afec-
tados por las políticas del Programa, que se quejaran. Adicionalmente tenemos en las asambleas 
comunitarias los procesos de fiscalización, que hemos hecho también convenios, cuando hemos 
hecho algún abordaje en materia de reparaciones y que tienen que ver con inversiones productivas, 
cómo las asambleas comunitarias se encargan de la fiscalización, los mismos sistemas de organi-
zación comunitarias, sea cooperativa y que el Programa también es fiscalizado por la Contraloría 
General de Cuentas que es el ente gubernamental o del Estado que se encarga de la fiscalización.

Respecto a la parte sustantiva que se ha abordado con relación a la reforma donde se… no se 
eliminan las conductas que propician los derechos… las violaciones a los derechos humanos lo que 
acontece es que se sitúa en su real dimensión ese tipo de conductas. Sabemos que hubo masacres, 
sabemos que hubo una serie de elementos que son los hechos que produjeron esas violaciones, el 
derecho a la vida, el derecho a la libertad, todos los Derechos Humanos que fueron violentados 
pasaron por esas conductas. ¿Para qué sirve el hecho de haberlo reformado? Para poder identificar 
prioridades de abordajes y de atenciones. 

Adicionalmente el Programa no puede calificar un hecho como tal sino tiene pruebas emi-
nentemente judiciales para poderlas presentar. El órgano interno del Estado que se encarga de 
identificar los delitos o las conductas criminales es el Ministerio Público. 
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El Programa adicionalmente a esta reforma también planteo que los fallos judiciales o los pro-
cesos judiciales que puedan estar en proceso, definitivamente tiene que… eh no necesariamente 
impiden que tenga que haber una decisión judicial para poder hacer las reparaciones, si nosotros 
fuésemos directamente a la norma, tendríamos algunas dificultades de tipo legal. 

El tiempo promedio para la evacuación de un expediente, definitivamente tiene sus procesos 
por la auditoría de la Contraloría General de Cuentas y por la ausencia en algunos casos de do-
cumentación de las víctimas nosotros lo que hemos hecho, ha sido una alianza con el Registro 
Nacional de las Personas que es la entidad estatal que se encarga de documentar para poder acelerar 
y darle cumplimiento al principio de celeridad que está establecido. 

En cuanto a materia de resultado de desarrollo definitivamente los mecanismos que se han 
construido, se han construido sobre la base de poder identificar con las comunidades justamente 
las dimensiones de la productividad que ellos anhelan, nosotros… la política nos obliga a noso-
tros: 1. A establecer el capital semilla juntamente con las comunidades, el capital de trabajo. 2. A 
establecer juntamente con las comunidades las alianzas productivas que puedan tener ellos sean 
locales, regionales a establecer las rutas de los mercados que puedan utilizarse o trabajarse con 
actores organizados en este caso y 4. A incorporar a personas con discapacidad a los procesos de 
inversión productiva. 

Otro mecanismo es que estamos trabajando para que las mujeres en las comunidades tengan 
capacidades productivas; hay tres comunidades en donde tenemos el modelo piloto, uno es en la 
Costa que es el modelo de La Lupita, otro modelo que se está impulsando en una comunidad que 
es Mayalan en Ixcán en donde la equidad de género queremos que no solo sea desde la perspectiva 
de la acción donde el Programa actué porque el 70%, el 80% es el tiempo que… el porcentaje que 
se ha atendido de mujeres verdad.

Fin de la audiencia temática

En los anteriores extractos de las audiencias temáticas, se logra identificar el discurso que 
mantiene el PNR, un discurso que pareciera ser, que las acciones que este realiza son de la total 
satisfacción de los beneficiarios del Programa, cuando en la realidad esto contrasta con las de-
mandas concretas de los representantes de las víctimas.

Es importante señalar que a estas audiencias temáticas se les da seguimiento según las reco-
mendaciones realizadas por los Comisionados y por los compromisos que adquiere el Programa 
Nacional de Resarcimiento tanto en el ámbito interno como externo.

La auditoria social a la política pública de reparación es un mecanismo que  tenemos para darle 
seguimiento a los hallazgos identificados en la presente investigación.

Del informe anterior se desprenden los siguientes hallazgos que sirven para construir las con-
clusiones y recomendaciones.



65

Hallazgos y Conclusiones

Debilitamiento de la institucionalidad de la Política Pública de Reparación. 
l 	En la práctica se realizan cambios en contenidos y procedimientos que afectan a las víctimas; No 

existe voluntad política de parte del Estado para darle certeza jurídica al programa de resarci-
miento, no contamos con una ley ordinaria de resarcimiento emitida por el organismo legislativo 
a pesar que la propuesta tiene varios años de estar en el Congreso de la República.

Las víctimas no interesan al Estado de Guatemala
l 	Bajo presupuesto para el resarcimiento, frente a la magnitud devastadora que provocó el CAI; El 

MIFIN no otorga la cantidad del Presupuesto aprobado por el Congreso de la Republica, ade-
más el PNR no tiene capacidad de ejecución, por ejemplo en el año 2014, se ejecutaron apenas 
cerca 43 millones de quetzales, con el agravante que de lo gastado, más del 50% fue para gastos 
de funcionamiento.

Se violenta el principio de progresividad de los derechos humanos
l 	En la reforma del acuerdo gubernativo 539-2013, se introdujeron cambios que  restringen dere-

chos establecidos con anterioridad, hay toda una visión perversa de negación de las violaciones a 
los derechos humanos y delitos de lesa humanidad, establecidos por la Comisión de la Verdad y 
tutelados por el derecho internacional humanitario 

Revictimización
l 	La carga de la prueba sigue sobre las víctimas, aunado a las falsas promesas de las autoridades 

de la CNR y PNR, acuerdos incumplidos, diálogos dilatorios y sin resultados positivos, extensos 
trámites burocráticos en la gestión ante el PNR, el principio de la celeridad del resarcimiento se 
ha incumplido.  

Se viola el derecho de libre organización de las víctimas
l 	Comités vrs. cooperativas. Presión a las víctimas para que se organicen en cooperativas para acceder 

a la inversión productiva.

Medidas de reparación muy por debajo de los Estándares internacionales
l 	Reparación económica: por la muerte de una persona se otorgan 24 mil quetzales, si son dos o más 

las víctimas fatales, el monto no es mayor a los 44 mil quetzales; en la restitución de vivienda, no 
llenan los requisitos de ser una vivienda digna, ni tampoco cumple con la pertinencia cultural; en 
materia psicosocial, una reunión de información la reportan como atención psicosocial, porque 
no existe una ruta establecida que realmente cumpla con este cometido tan importante para la 
salud mental.
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Opacidad y falta de rendición de cuentas por parte del PNR.
l 	Por ejemplo en los proyectos de inversión productiva, es el PNR quien negocia la compra de los 

insumos; y en la  construcción de obra gris (nichos, panteones, viviendas) es el PNR quien hace 
la negociación con las empresas constructoras.

Discurso y práctica negacionista del Estado de Guatemala 
l 	El discurso del Estado ante la Comisión y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, es 

contrario a las denuncias presentas por las víctimas; el Estado pretende desconocer la competen-
cia de estos organismos de justicia, a pesar que Guatemala ha suscrito todos estos Acuerdos, por 
tanto esto también se refleja con la situación actual de la política de reparación.
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Recomendaciones

l 	Readecuar la Política Pública de Reparación, respetando el principio universal de los Derechos 
Humanos de la progresividad; que estos sean para mejorar lo ya establecido; y que se cumpla con 
los estándares internacionales en materia de reparación. 

l 	Que la política de reparación promueva la equidad de género y respete la cultura de las víctimas 
y sobrevivientes, para lo cual ya se han presentado propuestas desde las víctimas.

l 	Que se cumpla con el principio de consulta a las víctimas sobre temas sustantivos de la Política de 
Reparación y en la implementación de las medidas, para que estas sean efectivamente reparadoras.

l 	Que el PNR asuma la gestión y costes para la documentación que requiere para los expedientes 
colectivos e individuales.

l	 Que el PNR mejore los niveles de ejecución presupuestaria, garantizando la calidad del gasto, y 
que rinda cuentas periódicamente. 

l 	Que la Comisión Nacional de Resarcimiento se comprometa a gestionar por todas las vías posi-
bles, los recursos económicos idóneos para llevar a cabo una política de reparaciones de acuerdo 
a las demandas de las víctimas.

l 	Que el Programa Nacional de Resarcimiento acate las recomendaciones realizadas por la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, en las cinco audiencias temáticas llevadas a cabo hasta la 
fecha.




